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     Esta investigación parte de la pregunta ¿Hay protección efectiva frente a la posible 
discriminación, respecto de la forma de desvinculación, de los dirigentes sindicales 
contratados a término fijo? Para abordar dicho problema jurídico se ha revisado toda la 
normatividad interna aplicable al caso, el bloque de constitucionalidad y los Derechos 
Humanos del trabajo. Tal interrogante nos conduce a la siguiente pregunta ¿Se vulnera el 
derecho de sindicación cuanto se termina la relación laboral con un representante de los 
trabajadores por la expiración del tiempo fijo pactado en el contrato sin necesidad de previa 
calificación judicial? Se pone en evidencia la contradicción existente entre la normatividad 
interna, entendida como derecho viviente que incluye el desarrollo jurisprudencial y la 
interpretación que de ella hacen los jueces de la república, así como las Normas 
Internacionales del Trabajo, en especial las que versan sobre Derechos Humanos laborales.  
     A partir de ahí se demuestra que es posible y necesario armonizar la jurisprudencia y la 
normatividad interna que protege a los dirigentes sindicales contratados a término fijo con 
las Normas Internacionales del Trabajo. El problema mencionado se desarrolla desde el 
ámbito constitucional e internacional, permeado por los principios que protegen la actividad 
sindical y con esto se cuestiona cómo la jurisprudencia otorga prevalencia interpretativa a 
las formalidades que se materializan en los extremos del contrato y la exégesis de la ley, 
por encima de los principios constitucionales y los DD. HH del trabajo que hacen parte del 
Bloque de Constitucionalidad. 
De esta manera, se abordará el marco normativo, el desarrollo jurisprudencial de las 
altas cortes y la protección en las Normas Internacionales del Trabajo sobre fuero sindical y 
la garantía de no discriminación para los directivos sindicales, tanto los vinculados por 
medio de contrato a término fijo como indefinido. De ahí, se planteará la necesidad de la 
  
2 
calificación judicial en la terminación del contrato de trabajo entre el empleador y el 
dirigente sindical contratado a término fijo, con el objetivo que se concluya si hubo o no 
discriminación como motivación de la no renovación, con observancia de los principios 
constitucionales; en especial, la primacía de la realidad sobre las formalidades. De esta 
manera, se garantizará la protección del derecho sindical. 
Todo lo anterior se abordará por medio de la hermenéutica jurídica como método de 
investigación, por lo que será abordado desde las leyes, decretos, jurisprudencia, doctrina, 
tratados, pactos, convenios y declaraciones, para lo cual se apoyará en revistas, informes, 
comunicados, resoluciones, tesis, revistas indexadas, monografías, trabajos, ensayos, y 
cualquier otro documento que sirva para la comprensión del desarrollo interno e 
internacional del escenario constitucional planteado.   














El Fuero Sindical y la Garantía de no Discriminación de los Directivos Sindicales 
Vinculados Mediante Contrato de Trabajo a Término fijo 
 
Capítulo 1. El fuero sindical en Colombia en la Constitución Política de 1991. 
     1.1. El Fuero sindical en la normatividad colombiana. 
En este apartado se desarrollará el derecho de asociación sindical en Colombia, del cual 
hace parte indisoluble el fuero sindical o la estabilidad laboral reforzada de los dirigentes 
sindicales, incluyendo aquellos vinculados mediante contrato de trabajo a término fijo, el 
cual debe abordarse desde su dimensión constitucional y su carácter fundamental como 
derecho. La eficacia del derecho de asociación implica que su efecto irradiador debe 
impactar de manera práctica las relaciones de trabajo reguladas por el derecho público y 
privado, indistintamente de la forma de vinculación mediante la cual ejerza su faena laboral 
el dirigente sindical. 
     La creación de condiciones materiales para el ejercicio de los derechos y deberes de los 
dirigentes sindicales en su condición de tales, como premisa fundamental del derecho de 
asociación, está contenida en la normatividad colombiana e internacional, precisamente, en 
la cúspide de la jerarquía normativa. Por ello, los conflictos jurídicos que se relacionen con 
tal protección deben abordarse desde la órbita constitucional apoyándose en las normas 
nacionales e internacionales. 
     Tal es el caso de la terminación inmotivada y unilateral, por parte del empleador, del 
contrato de trabajo del dirigente sindical que fue contratado a término fijo y al cual le 
expiró el plazo inicialmente pactado en el contrato. Este caso implica evitar a toda costa 
que el trabajador sea agredido en su derecho fundamental como consecuencia de una 
interpretación restrictiva de una ley que antepone las formalidades al derecho sustancial y 
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que, por el contrario, desde una hermenéutica constitucional le abra paso en la vida práctica 
y material que se vive en el mundo del trabajo, a la protección constitucional. 
        Como se ha estipulado en el desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional, la 
protección del derecho de asociación sindical es uno de los pilares esenciales del Estado 
Social de Derecho y debe desarrollarse a la luz de los principios y valores constitucionales. 
En el preámbulo de la Constitución Política se estableció, como uno de los objetos de la 
Carta Política, asegurar la vida, el trabajo, la justicia y la igualdad; estos principios, valores 
y derechos tienen plena eficacia, fuerza vinculante y prelación respecto de todo el 
ordenamiento jurídico colombiano debido a su jerarquía normativa, tal y como lo indicó la 
Corte Constitucional en sentencia C-479 de 1992. 
     Al identificar los anteriores postulados, tenemos que no se puede hablar de justicia e 
igualdad en las relaciones de trabajo, como premisas y fines del Estado Social de Derecho, 
sin la garantía cierta y eficaz de estabilidad laboral reforzada de los dirigentes sindicales, 
tanto los vinculados a término indefinido como aquellos que desarrollan sus labores 
mediante contratos de trabajo a término fijo. No obstante, la formalidad de las leyes ha 
desarrollado estos postulados de manera fraccionada, generando una desproporcionada 
divergencia entre la protección de dos tipos de dirigentes sindicales. El contratado a 
término indefinido goza de la plena garantía del fuero sindical frente a su desvinculación, 
mientras el contratado a término fijo cuenta apenas con una protección parcial, casi inocua, 
que no lo protege de manera efectiva frente a la discriminación antisindical. 
     Con la expedición de la Constitución de 1991 fueron varios los valores, principios y 
reglas de interpretación que se establecieron como fundamentales para el Estado 
colombiano. De acuerdo con Iván Cordero (2018), estos nuevos criterios contribuyeron a 
redefinir la manera de interpretar, ponderar e incluso desarrollar bajo su lumbre el 
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ordenamiento jurídico nacional y, de manera particular, el ámbito del derecho laboral. Sin 
embargo, desde este trabajo se pondrá en evidencia cómo los operadores judiciales han 
resuelto desarrollar, casi de manera irreflexiva, una interpretación restrictiva de la ley, 
olvidándose de los principios constitucionales que deberían iluminar las decisiones en sus 
providencias. 
     En este sentido, cabe categorizar los postulados del Estado Social de Derecho 
colombiano y su relación con la protección al dirigente sindical contratado a término fijo, a 
quien, al igual que al vinculado a término indefinido, se le deben garantizar unas 
condiciones de trabajo que le permitan ejercer con dignidad su condición de directivo 
sindical como representante de los trabajadores ante el empleador y el Estado.  
     La dignidad humana, como piedra angular del orden constitucional, en el marco del 
derecho laboral y la libertad de asociación implica tomar medidas que eviten la 
discriminación en el lugar de trabajo. En consecuencia, la dignidad humana en el contexto 
laboral implica la garantía y respeto de unas condiciones materiales mínimas para que el 
derecho de asociación se desarrolle de forma efectiva y real más que formal o 
programático, pues lo contrario sería naturalizar el hecho de que se desvincule a un 
trabajador por su condición de dirigente sindical, como una medida discriminatoria, pero 
aduciendo la expiración del plazo inicialmente pactado, a sabiendas que las casusas que le 
dieron origen al contrato, por ejemplo, siguen siendo requeridas por parte del empleador.  
     Lo mismo ocurre con los principios de libertad y solidaridad, que cristalizados en el 
campo del derecho del trabajo se manifiestan en el derecho a la seguridad social como 
derecho fundamental y la libre opción que tienen los trabajadores de organizarse y 
asociarse mediante la conformación de sindicatos con la intención de defender sus intereses 
colectivos y elegir sus representantes y directivos sindicales con la certeza de que ello no 
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les generará una persecución que pueda terminar con la desvinculación laboral al terminar 
el plazo inicialmente establecido en el contrato a término fijo como una facultad del 
empleador en la cual tiene un margen real de discriminación, pudiendo debilitar las 
estructuras jerárquicas sindicales y generando un efecto disuasorio frente a los trabajadores.  
     Los principios contenidos en los derechos fundamentales, definidos por Robert Alexy 
(2009) como mandatos de optimización, en la medida que ordenan o mandatan ‘que algo se 
realice en la mayor medida posible’, deben irradiar todo el ordenamiento jurídico y 
desarrollarse de manera práctica. Lo anterior también se establece en el artículo 2 de la 
Constitución de Colombia, el cual determina que, a través de normas, instituciones y el 
ejercicio de los deberes de los servidores públicos, deben hacerse efectivos. En suma, se 
tiene que deben desencadenarse políticas públicas tendientes a garantizar la satisfacción 
efectiva de esos derechos en la práctica. El Estado, en desarrollo de lo antes mencionado, 
debe fomentar el ejercicio sindical superando las interpretaciones restrictivas erigidas por 
algunas de las altas cortes en Colombia en sus líneas jurisprudenciales, como se verá más 
adelante en el capítulo tercero. 
     Frente al derecho de asociación sindical, German Isaza (2007) considera que este ‘es 
una especie particular del derecho de asociación general y consiste en la garantía que se les 
reconoce tanto a los trabajadores como a los empleadores de formar organizaciones con el 
fin de fomentar y defender intereses comunes’. Al respecto, se tiene que el ejercicio de este 
derecho se cristaliza, en gran medida, en la posibilidad de elegir unos directivos que estén 
revestidos de las garantías mínimas para ejercer sus funciones sin discriminación alguna. 
Así las cosas, no puede hablarse de la existencia de dicha garantía si el trabajador vinculado 
a término fijo tiene el riesgo de que  no se renueve su vinculación laboral a causa de su 
activismo como dirigente sindical. No se pueden defender los intereses y derechos de los 
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trabajadores, y actuar como representante de estos, con tan precaria estabilidad laboral de 
cara al empleador.  
     El derecho de asociación sindical, para evitar discriminaciones, implica la existencia de 
mecanismos y dispositivos normativos efectivos que dificulten o eviten, en el mayor grado 
posible, conductas sospechosas de discriminación. Ello justifica plenamente la garantía del 
fuero sindical como una medida de protección para aquellos trabajadores que, en el 
ejercicio de sus derechos sindicales, se vuelven particularmente vulnerables frente al 
empleador.  
     Por su parte, el fuero sindical es definido por Guillermo Guerrero (2011) como ‘un 
privilegio que el Estado otorga a los dirigentes sindicales, con el fin de garantizarles la 
estabilidad en el empleo’. A nivel legal, el fuero se encuentra consagrado en el art 405 del 
Código Sustantivo del Trabajo que establece la obligación que tiene un empleador, cuando 
pretenda despedir, desmejorar o trasladar al trabajador con fuero sindical, de acudir ante un 
juez del trabajo para que este califique y determine si esa decisión del empleador de 
desvincular a un trabajador con fuero se configura como discriminatoria y/o atentatoria del 
derecho de asociación, o sí, por el contrario, existe una causa justa y objetiva. De 
conformidad con lo anterior, el juez autorizará o no el levantamiento del fuero sindical.  
     Así las cosas, si no se lograre comprobar la existencia de una justa causa por parte del 
empleador, el juez laboral no tendrá otra opción más que hacer prevalecer la estabilidad 
laboral reforzada del trabajador negando la solicitud de levantamiento del fuero, tal como 
se señala en el artículo 408 del CST. 
     Mediante el fuero sindical se garantiza la estabilidad laboral reforzada para que los 
dirigentes sindicales puedan ejercer, sin temor a ser discriminados, sus derechos sindicales 
y las funciones que le han sido asignadas en virtud de su cargo, como se dijo antes. En 
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relación con el objeto de estudio de la presente tesis, esto es, la protección a los dirigentes 
sindicales vinculados mediante contrato a término fijo se tiene que, en el papel, sí tienen 
fuero sindical frente a la desmejora o trasladado, e incluso frente al despido, pero, en la 
práctica, dicho fuero es inocuo, es como un tigre de papel que no protege cuando el 
empleador decide no renovar su contrato, sin poderse entrar a discutir, por lo menos 
previamente, si tal decisión tiene rasgos discriminatorios de carácter antisindical.  
     Formalmente, la exigencia de invocar y expresar una justa causa para llevar a cabo el 
proceso de levantamiento del fuero sindical por parte del empleador se señala en el artículo 
113 del Código Procesal del Trabajo y en el se establece que para cualquiera de los 3 casos, 
es decir, sea despido, desmejora o traslado del trabajador, el empleador debe ‘expresar la 
justa causa invocada’ y el artículo 410 del CST establece cuáles son las justas causas que 
podrá invocar el empleador para solicitar el levantamiento del fuero sindical con la 
intención de dar por terminado el contrato de trabajo del aforado: ‘a) La liquidación o 
clausura definitiva de las empresa o establecimiento y la suspensión total o parcial de 
actividades por parte del {empleador} durante más de ciento veinte (120) días’. Además de 
clausura o liquidación de la empresa, también se señalaron como justas causas las señaladas 
mencionadas en el artículo 62 y 63 del mismo código. 
     Por lo extenso del artículo 62 su transcripción literal no resulta conveniente ni necesaria 
de cara al objeto de esta tesis pero sí es importante mencionar que dentro de las 15 causales 
señaladas como justas, las cuales pueden ser invocadas por parte del empleador para 
solicitar el levantamiento del fuero sindical de un trabajador, se evidencia que la expiración 
o vencimiento del plazo en los contratos a término fijo no se encuentra señalada, por lo 
cual, debe considerarse que no es una justa causa para levantar el fuero, y mucho menos 
  
9 
para pulverizar de manera directa y unilateral, por parte del empleador, la relación de 
trabajo con el dirigente sindical. 
     De otro lado, tenemos que el artículo 411 del CST señala de forma expresa los únicos 
casos en los cuales no es necesario solicitar el levantamiento del fuero previamente, o sea, 
en qué casos no está obligado el empleador a solicitar la previa calificación judicial para 
dotar de eficacia la decisión de no continuar la relación de trabajo con el dirigente sindical 
aforado. Estos casos son: 
1. La terminación del contrato de trabajo por la realización de la obra contratada; 
2. Por la ejecución del trabajo accidental, ocasional o transitorio; 
3. Por mutuo consentimiento o por sentencia de autoridad competente. 
     Siendo estos casos los únicos que, de conformidad con la voluntad del legislador, no 
requieren de previa calificación judicial, la interpretación lógica y necesaria es que la 
decisión del empleador de no prorrogar el vínculo laboral, ante el inminente vencimiento 
del plazo pactado inicialmente en el contrato a término fijo, sí requiere para su eficacia de 
la previa calificación judicial. Así, desde el punto de vista de la hermenéutica 
constitucional, debería entenderse por parte de los jueces de la Republica esta disposición, 
lo cual es una de las conclusiones fundamentales de este trabajo. 
     De otro lado, si pudiera existir una controversia respecto de esta hermenéutica, no se 
puede afirmar que sea descabellada o irrazonable. Al respecto, se tiene que en todo caso de 
duda en la interpretación o aplicación de las normas laborales, esto es, cuando hayan varias 
interpretaciones razonables posibles de una misma disposición, debe optarse por acogerse 
la más favorable al trabajador, tal como se señaló en el artículo 53 constitucional cuando 
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establece como uno de los principios mínimos fundamentales que: ‘en caso de duda en la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho’ se debe propender porque 
esta promueva la situación más favorable al trabajador.  
     Tal como lo señala José Obando (2010) cuando aborda los tipos de interpretación, 
particularmente la científica, dice que el Juez laboral ‘habrá de tener en cuenta todos los 
factores que conduzcan a la realización de la justicia social’ y dentro de los nueve 
numerales que resalta para lograr tal finalidad menciona el ‘principio de la norma más 
favorable al trabajador o in dubio pro operario (Art. 21 C.S.T.).’  Este principio es definido 
por Pla Rodríguez (1978) bajo el entendido de que si en un caso particular coexisten dos o 
más normas que al momento de aplicarse puedan interpretarse de varias formas a ese caso 
en particular, o existe una norma que admite varias interpretaciones razonables, ‘debe 
preferirse aquella interpretación más favorable al trabajador’. 
     Así las cosas, no puede realizarse una interpretación restrictiva de la norma como la que 
se ha aplicado en la solución de los escenarios judiciales a los dirigentes sindicales 
contratados a término fijo; máxime, y como se demostrará en el siguiente capítulo, 
desconociéndose el trazado y sentido de las Normas Internacional del Trabajo (NIT) sobre 
protección al derecho de asociación y, concretamente, de los dirigentes sindicales, incluso 
los vinculados mediante contrato a término fijo.  
     Desde esta parte del trabajo se puede concluir que la interpretación respecto de la 
obligación que tiene el empleador de acudir ante un juez del trabajo para no renovar el 
contrato a término fijo del dirigente sindical es aquella que garantiza la cristalización de los 
principios y los fines de la norma. Tal argumento, se refuerza de manera sólida con lo 
establecido en el artículo 411 del CST. Sin embargo, para efectos de explicar con claridad 
esta aseveración y su impacto en dilucidar la voluntad del legislador a la hora de abordar el 
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tema de la protección a la estabilidad de los dirigentes sindicales vinculados mediante 
contrato de trabajo a término fijo, se debe hacer referencia a la clasificación de los contratos 
de trabajo según su duración, de acuerdo con el Decreto 2663 de 1950, que en su artículo 
45 los cataloga así: por tiempo determinado, por el tiempo que dure duración de una obra o 
labor, por tiempo indefinido, o para ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio.  
     Para apuntalar mejor el argumento que se expondrá a continuación y a partir de 
desglosar el artículo 45 del CST se puede afirmar que existen dos tipos de contrato de 
trabajo en Colombia según su duración: a término determinado y término indeterminado.  
Contrato a término indeterminado. 
     El contrato de duración indefinida se consagró en el artículo 47 del CST. Como su 
nombre lo indica, no se extingue por el paso del tiempo o por una fecha o condición 
pactada por las partes de antemano. En consecuencia, sólo termina por una de las causales 
que expresamente se encuentran contempladas en el código laboral, pues como lo señaló 
Germán Isaza (2007), este tipo de contrato tiene vigencia mientras ‘subsistan las causas que 
le dieron origen y la materia del trabajo’. Misma situación señala el autor citado 
anteriormente cuando se refiere al contrato a término fijo, pues relaciona la renovación 
sucesiva de este tipo de contratos con la subsistencia de la materia del trabajo, la causa que 
le dio origen al mismo y el cumplimiento de las obligaciones contractuales por parte del 
empleado. Si el dirigente sindical ha sido contratado a término indefinido no hay duda de 
que es necesario para despedirlo solicitar el levantamiento del fuero sindical por parte del 
empleador. 
Contrato a término determinado. 
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     Los contratos a término fijo y los celebrados por obra o labor, así como los suscritos 
para ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio son especies dotadas de sus 
propias características dentro del género de contratos a término determinado. Las 
características de lo que ocupa la presente investigación, a saber, el contrato a término fijo, 
se contemplan en el artículo 46 del CST. En este tipo de contrato las partes acuerdan, desde 
el principio, la fecha calendario de inicio y terminación del vínculo laboral; tiene que 
hacerse por escrito y se puede renovar indefinidamente sin volverse indeterminado o 
indefinido, lo cual constituye una de las principales diferencias frente a las otras 
modalidades de contratos con término determinado, puesto que los otros contratos, por su 
naturaleza, no pueden renovarse automáticamente, como es el contrato de trabajo por 
duración de la obra o labor determinada. En éste, su duración está determinada por el 
tiempo empleado para culminar la obra o labor contratada. Así mismo, el contrato de 
trabajo para ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio se celebra por un plazo 
no mayor de un mes y se refiere a las labores distintas de las actividades normales del 
empleador, ya que por su naturaleza solo puede tener como objeto una labor por tiempo 
breve y de naturaleza extraordinaria del empleador. 
     La anterior clasificación, que permite distinguir de manera meridiana las diferencias 
entre el contrato a término fijo y los demás contratos a término determinado, especialmente 
respecto de la renovación de aquel, revitaliza y apuntala la interpretación que debe hacerse 
del artículo 411 del CST.  
     El centro de la problemática de este trabajo, respecto del fuero de los dirigentes 
sindicales que se encuentran vinculados mediante contratos a término fijo, se presenta 
porque la interpretación que los jueces han hecho de las normas mencionadas son 
totalmente contrarias al sentido literal y obvio del artículo 411 del CST, el cual establece 
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que no es necesario levantar el fuero sindical cuando el contrato termina por la realización 
de la obra contratada; por la ejecución del trabajo accidental, ocasional o transitorio; o por 
mutuo consentimiento o por sentencia de autoridad competente.  De allí, se concluye que la 
voluntad del legislador es que los contratos a término fijo requieran el levantamiento del 
fuero sindical antes de su expiración. Esa es la garantía para determinar que su no 
renovación no obedeció a discriminación sindical contra el dirigente aforado.  
     De otro lado, es precisamente esa interpretación literal y obvia del artículo 411 la que se 
acompasa con las normas de mayor jerarquía y los principios del derecho del trabajo, como 
el principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, según el cual una vez que 
las causas que dieron origen al contrato sigan vigentes y que el dirigente haya cumplido a 
cabalidad con sus obligaciones, se torna como sospechosa y eventualmente discriminatoria 
la intención del empleador de no renovar la relación laboral. Por el contrario, no atender la 
literalidad e intencionalidad del artículo 411 del CST y sumarle a ello una interpretación 
restrictiva  -y descontextualizada de la condición del dirigente sindical- del artículo 61 del 
C.S.T desembocaría en una situación inconstitucional de cara a la Carta Política de 1991 y 
arrojaría a la peor concepción civilista y restrictiva propia de un derecho de trabajo que no 
corta su cordón umbilical del derecho civil y mantiene sus raíces, ancladas en el tiempo, en 
la Constitución de 1886.  
     Lamentablemente, se considera que la posición frente al ejercicio de los derechos 
fundamentales del trabajo y la protección a los dirigentes sindicales vinculados mediante 
contrato a término fijo, que se evidencia en la jurisprudencia vigente y sobre la cual se 
profundizará en el tercer capítulo, la cual resulta de una confusa y restrictiva interpretación 
y aplicación del artículo 61 del CST donde se establece dentro de las diferentes formas de 
terminación del contrato la ‘expiración del plazo fijo pactado.’ 
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     Alegar que la expiración del plazo fijo pactado en el contrato inicial excluye el deber de 
la previa calificación judicial para levantar el fuero es quitarle todo el sentido y razón de ser 
del citado artículo 411 del CST. Prueba contundente de lo anterior es que, como se observa, 
en el artículo 61 se establece como causal de terminación del contrato de trabajo la 
culminación de la obra o labor contratada, y aun así, en el artículo 411 se plantea de manera 
expresa que esa causal de terminación del contrato no requiere levantar el fuero sindical, 
como se dijo antes. En consecuencia, debe entenderse que la expiración del plazo pactado 
en el contrato a término fijo contenida en el artículo 61 del CST como una forma de 
terminación, y que no está excluida de la previa calificación judicial del artículo 411, sí 
requiere del agotamiento de dicho requisito para poder generar la eficacia en la terminación 
del contrato laboral, para lo cual el empleador solo deberá demostrar que su decisión no 
tiene un móvil discriminatorio de carácter antisindical. Lo contrario, implicaría supeditar 
una garantía constitucional para el ejercicio de un derecho fundamental integrado por el 
Bloque de Constitucionalidad a una característica contractual de carácter meramente formal 
y sería violatorio del principio de la “primacía de la realidad sobre las formas” al darle más 
relevancia a la forma de vinculación que le dio origen a la relación laboral, que a la garantía 
material  del ejercicio de un derecho fundamental sobre el cual descansa la naturaleza del 
Estado Social y Democrático de Derecho. 
     La protección al derecho de asociación, de jerarquía constitucional, tiene como una de 
sus condiciones ofrecer garantías materiales a los dirigentes sindicales para el ejercicio de 
sus funciones, indistintamente del tipo de contrato con el cual estén vinculados, esto ha sido 
fortalecido en virtud del Bloque de Constitucionalidad y las obligaciones internacionales 
que ha asumido el Estado de incorporar prácticas que desarrollen las reglas y principios 
emanados de las Normas Internacionales del Trabajo y sobre Derechos Humanos que han 
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sido debidamente suscritos y ratificados, o ingresado directamente al bloque de 
constitucionalidad’ (Ramelli Arteaga, 2011).  
     La Constitución consagra un número de principios mínimos fundamentales del trabajo 
de manera expresa pero, además, en el artículo 93 establece la integración de los tratados 
internacionales a la legislación interna: “Los convenios internacionales del trabajo 
debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna”. Otros Convenios, como el 
Convenio Sobre la Libertad Sindical y la Protección del derecho de sindicación de 1948 
hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, por lo que son de obligatorio acatamiento y 
tienen plena validez para exigir su cumplimiento de manera directa ante las diferentes 
instancias judiciales. Esto es importante señalarlo porque no todos los Convenios de la OIT 
hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, según lo enseñado por la Corte 
Constitucional (2005), tal y como se citó en Diana Neita et al. (2016). 
     En ese orden de ideas, se tiene que la protección en favor del dirigente sindical, en 
especial de cara a que goce de estabilidad laboral reforzada y no pueda ser objeto de 
discriminación antisindical debe ser efectiva tanto en el caso del trabajador vinculado con 
contrato a término fijo como del vinculado mediante contrato a término indefinido. Lo 
contrario sería permitir la injerencia indebida del empleador en el ejercicio del derecho de 
asociación mediante el despido, traslado, desmejora o no renovación de los contratos de los 
dirigentes sindicales, sin previa calificación judicial, arguyendo la simple forma de 
vinculación, de acuerdo a lo anterior se desconocería, de forma material, el deber de 
garantizar que los trabajadores puedan estar en plenas condiciones de ejercer su derecho de 
asociarse y organizarse libremente, negociar colectivamente y luchar por sus derechos sin 
presiones indebidas por parte de los empleadores.  
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     La no renovación de los contratos de los dirigentes sindicales vinculados a término fijo, 
sin una causal justificada en el desempeño laboral del trabajador y aun existiendo el objeto 
del contrato, sin duda es una determinación que puede sembrar en los demás trabajadores la 
idea de desvincularse del mismo o no asumir cargos directivos por temor a que sus 
contratos tampoco sean renovados. Ello, pues, debe tenerse por lo menos como una 
decisión sospechosa de atentar contra la libertad sindical, tal y como lo explica Barona 
(2016): 
(…) Cualquier determinación adoptada por el empleador tendiente a generar 
en los miembros del sindicato la idea de retirarse del mismo (…), son 
considerados como comportamientos abiertamente violatorios del derecho de 
libertad de asociación (Barona, 2016, p. 35). 
     Ahora, los dirigentes sindicales al representar los intereses de los trabajadores son vistos 
como un elemento que, a los ojos del empleador, puede afectar sus intereses particulares o 
empresariales, lo cual puede conllevar a que este decida contratar solo mediante contratos a 
término fijo y así blindarse frente al ejercicio del derecho sindical y permitirle que quien se 
haga dirigente sindical será desvinculado en la fecha que expire el contrato vigente, aunque 
lleve incluso muchos años trabajando mediante sucesivas prórrogas del mismo. Es decir, si 
una persona se hace dirigente sindical el empleador sólo tiene que esperar el trascurso del 
tiempo para retirarlo de la empresa, alegando la expiración del tiempo fijo pactado. Esta 
posición conlleva a que el Estado lejos de garantizar la justicia en las relaciones de trabajo a 
través del derecho laboral se ponga de parte del empleador y desatienda los derechos 
fundamentales de los trabajadores. 
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    Sin una protección efectiva a la estabilidad laboral de los dirigentes sindicales vinculados 
mediante contrato de trabajo a término fijo difícilmente el derecho de asociación puede 
avanzar en la lucha por mejorar las condiciones sociales y económicas del trabajo por 
medio de la negociación colectiva consagrada en el artículo 55 constitucional. La 
negociación colectiva debe entenderse como una forma eficaz y pacífica de conseguir el 
mejoramiento de las condiciones económicas y sociales mediante la celebración de las 
convenciones colectivas del trabajo, que se encuentran definidas en el artículo 467 del CST 
como:  
la que se celebra entre uno o varios {empleadores} o asociaciones 
patronales, por una parte, y uno o varios sindicatos o federaciones sindicales 
de trabajadores, por la otra, para fijar las condiciones que regirán los 
contratos de trabajo durante su vigencia. (Código Sustantivo del Trabajo, 
artículo 467, 1951) 
          El fuero sindical es una forma de hacer posible la negociación colectiva. Ésta, como 
lo ha indicado la Corte Suprema de Justicia, es una manera de contribuir con el desarrollo 
del derecho laboral y su legislación debido a la dinámica que le imprime y las regulaciones 
propias que se manejan en cada una con un objeto final: el mejoramiento de las condiciones 
de las personas que viven del trabajo personal. Si bien es cierto que la negociación 
colectiva es un derecho de que goza el sindicato, este sólo se cristaliza y cobra vigor en la 
medida en que los dirigentes tengan verdadera capacidad negociadora frente al empleador y 
no tengan sobre sus hombros el desproporcionado peso de la facultad del empleador, de su 
“contrario” en la mesa de negociación, de no renovarle su vínculo laboral de manera 
unilateral y directa. 
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     Como se observa, el fuero sindical y la negociación colectiva son elementos 
imprescindibles para garantizar la efectividad y desarrollo del derecho de asociación. De 
conformidad con lo anterior, la normatividad internacional y la Constitución han 
establecido la necesidad de establecer una garantía laboral especial que otorgue una 
estabilidad laboral reforzada a los representantes sindicales. En Colombia esta figura se 
denominó ‘fuero sindical’ y, como se dijo antes, se estableció en el artículo 406 del CST. Si 
se busca la protección al dirigente sindical, como un elemento del derecho de asociación y 
de las mismas organizaciones, esta debe imponerse sin distinguir si ha sido contratado a 
término indeterminado o a plazo fijo. Sobre la naturaleza de dicha protección ha indicado la 
Corte Constitucional en sentencia T- 261 de 2012: 
En consonancia, el fuero sindical, constituye también una garantía a los 
derechos de asociación y libertad sindical, antes que una protección de los 
derechos laborales del trabajador sindicalizado considerado individualmente; 
por cuanto la protección que se otorga a un trabajador aforado se da en razón 
a su pertenencia al sindicato y como protección a sus derechos de asociación 
y sindicalización, de tal manera que su despido tiene una protección 
reforzada, ya que además de preservar sus derechos laborales de los cuales 
son beneficiarios todos los trabajadores en Colombia, también se protegen 
los derechos de la organización sindical. No debe dejarse de lado que lo que 
se busca con la protección del fuero sindical es la estabilidad laboral y no el 
pago de simples indemnizaciones. (Corte Constitucional, Sentencia T- 261 
de 2012) 




     La estabilidad laboral reforzada a nivel conceptual puede interpretarse de dos formas, 
como lo señala la Corte Constitucional y como se citó en Arévalo, Barbosa, Bermúdez y 
Varón (2016) esto es como principio y como derecho. En el primero de estos se parte de la 
base de que el trabajo tiene una ‘vocación de permanencia o continuidad mientras no varíe 
el objeto de la relación, sobrevenga una circunstancia que haga nugatorias las obligaciones 
reconocidas a los sujetos de la relación o aparezca una justa causa de despido’, en el caso 
de las ultimas, las justas causas, estas se señalan de forma taxativa en el CST. En la 
segunda forma, esto es, entendida como derecho, se manifiesta, según el mismo autor, ‘en 
la posibilidad de exigir la ejecución de conductas que permitan el acceso y la preservación 
del empleo o la omisión de las que obstaculicen tales objetivos so pretexto de razones 
injustas”.  
     La estabilidad laboral reforzada que impone el fuero sindical evita la ruptura abrupta e 
injusta del vínculo laboral del dirigente sindical. Dicha protección constitucional que 
reviste su condición especial evita que las consecuencias de su exposición ante el 
empleador que lo pone en una situación de debilidad manifiestan frente a este. Mediante el 
fuero, se limita al empleador en el ejercicio de su facultad para despedir o no dar 
continuidad a la relación laboral y le impone la carga de probar la ausencia de móviles 
discriminatorios cuando pretenda despedir un trabajador, por lo tanto, debe solicitar 
permiso de autoridad competente demostrando las causales objetivas que motivan su 
decisión de no continuar el vínculo laboral con el trabajador que se halle en una de esas 
condiciones de especial vulnerabilidad.  
     En ese sentido, y en consonancia con los principios y normas constitucionales, en el 
caso de un trabajador que se encuentre en dicha condición vulnerable, pero cuyo 
contrato sea a término indefinido el empleador no lo podrá despedir a discreción, como 
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se ha visto en diversas sentencias de la Corte Constitucional, por ejemplo, la T-002 de 
2011. De esta forma, el Estado cumple con los postulados del artículo 13 constitucional, 
en la medida en que toma acciones a favor de grupos discriminados o marginados, así 
como a aquellos que se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. Se protege 
al dirigente sindical contratado a término indefino de forma eficiente, pero en lo que se 
refiere al trabajador vinculado a plazo fijo palidece, pues su estabilidad laboral lejos de 
estar reforzada es inexistente, inocua, como se verá enseguida. 
     Frente a la estabilidad laboral reforzada entendida como concepto, tenemos que en la 
actualidad existen tres condiciones que dan lugar a su presencia o declaratoria, y la 
consecuente protección del trabajador:  
1.La mujer en estado de embarazo y en periodo de lactancia; 
2. El trabajador discapacitado o en especial estado de debilidad manifiesta por razones 
de salud; 
3. Los trabajadores amparados por fuero sindical.  
     En los dos primeros casos la protección especial se cristaliza en el deber que tiene el 
empleador, para terminar el vínculo laboral, de solicitar el permiso ante el Ministerio del 
Trabajo. En el tercero, esto es, el caso del trabajador protegido con el fuero sindical, el 
empleador debe acudir ante el juez laboral mediante un proceso especial de 
levantamiento del fuero sindical para que este proceda a ‘levantar el fuero’ y autorizar el 
despido. 
     En los tres casos, que desde el punto de vista fáctico parecen muy diferentes, se 
asoma de forma diáfana un elemento común y esencial: la especial vulnerabilidad del 
trabajador frente a su empleador. De tal forma, la condición de vulnerabilidad impone al 
Estado la obligación de proteger al trabajador de posibles conductas discriminatorias por 
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su condición, más allá de la forma de vinculación y desvinculación, y más allá de la 
naturaleza y tipo de contrato. 
     En relación con el caso del fuero sindical tenemos que este apunta, principalmente, a 
dotar de estabilidad laboral a quienes debido al ejercicio del derecho de asociación pueden 
ser objeto de persecución o discriminación, por lo que se establece en el artículo 39 de la 
Constitución Política que: “Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás 
garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión”. 
     A nivel legal el fuero sindical se define por el Código Sustantivo del trabajo como: 
(…) la garantía de que gozan algunos trabajadores de no ser despedidos, ni 
desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros 
establecimientos de la misma empresa o a un municipio distinto, sin justa 
causa, previamente calificada por el juez de trabajo (Código Sustantivo del 
Trabajo, 1950, art. 405). 
     Como se observa, se establece de manera expresa la protección especial a los 
representantes de los trabajadores a través del reconocimiento de un fuero, así como de las 
demás garantías necesarias para el ejercicio de su gestión como dirigentes. El fuero sindical 
no es otra cosa que una forma de estabilidad laboral reforzada aplicada al contexto del 
ejercicio del derecho de asociación, y dicha garantía no sólo descansa en el artículo 39 sino 
también en el artículo 53 de la Constitución Política, donde se consagran los derechos a la 
igualdad, el trabajo en condiciones dignas y el cumplimiento de las Normas Internacionales 
del Trabajo, entre otros. En este sentido, la protección especial y garantías reconocidas a los 
dirigentes sindicales debe ser transversal a todas las formas de vinculación laboral que 
establece el ordenamiento jurídico, incluyendo los contratos de trabajo a término fijo, tal y 
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como ocurre en los casos de la mujer embarazada o en periodo de lactancia y las personas 
con disminuciones o limitaciones físicas y/o mentales. Respecto de estos dos últimos casos, 
la jurisdicción constitucional ha dado prevalencia a la protección especial sobre la forma de 
vinculación o terminación del contrato, incluso en aquellos casos en que la persona que 
goza de dicha protección estaba vinculada mediante contrato a término fijo. Por el 
contrario, respecto de los dirigentes sindicales no se otorga la misma protección, pues no 
existe una forma eficaz de prevenir conductas discriminatorias mediante la no renovación 
del contrato, y se les deja fuera del rango de protección, sin que exista una argumentación 
constitucional que razonablemente distinga por qué se protege la mujer embarazada o en 
periodo de lactancia y las personas con disminuciones o limitaciones físicas y/o mentales, y 
por qué se desprotege al dirigente sindical aforado. 
     En los casos de dirigentes sindicales desvinculados, cuya contratación es a término 
fijo, los jueces no se han detenido a valorar por qué el empleador decide no renovar su 
contrato, incluso si las condiciones que dieron origen al contrato siguen vigentes, si el 
dirigente desvinculado es reemplazado por otra persona para que siga desempeñando las 
mismas funciones que este realizaba, o que no hubiera reproches en su desempeño como 
trabajador, de acuerdo con sus funciones. Al respecto, es menester recordar que en los 
casos de la mujer embarazada o en estado de lactancia y el trabajador con problemas de 
salud, se invierte la carga de la prueba y es el empleador quien tiene que demostrar ante 
la autoridad competente, aun si se trata en contratos a término fijo, que sus razones para 
extinguir el vínculo laboral no giran en torno a la condición especial del trabajador. Por 
consiguiente, en la actualidad no se garantiza la igualdad integral a sujetos que, aunque 
por razones distintas, se encuentran en la misma condición de vulnerabilidad frente al 
empleador que involucran el ejercicio o disfrute de derechos fundamentales. Es decir, se 
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impone el principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, respecto de 
estos casos: si las condiciones que produjeron el contrato de trabajo siguen vigentes y el 
trabajador no ha incumplido sus obligaciones, se le debe dar estabilidad en el empleo 
dada la especial protección constitucional, aun cuando el tiempo pactado en el contrato 
haya terminado. Al respecto la sentencia T-037 de 2008 que analizó la estabilidad 
laboral reforzada dispuso lo siguiente: 
Este principio también impera en los contratos a término fijo, pues el sólo 
vencimiento del plazo inicialmente pactado, producto del acuerdo de 
voluntades, no basta para legitimar la decisión del patrono de no renovar el 
contrato, sólo así se garantizará, de una parte, la efectividad del principio de 
estabilidad, en cuanto "expectativa cierta y fundada" del trabajador de 
mantener su empleo, si ha observado las condiciones fijadas por el contrato y 
la ley, y de otra parte, la realización del principio, que señala la primacía de 
la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de la relación 
laboral. (Corte Constitucional, T-595/02, C-983/02, C-401/03) 
     De acuerdo con lo anterior, y tal como se ha demostrado en el presente capítulo, la 
legislación establece una protección al derecho de asociación sindical y la necesidad de 
brindar garantías para su ejercicio a los dirigentes sindicales, sin hacer ninguna distinción 
en las modalidades de contratación. Así las cosas, cuando al momento de la expiración del 
término pactado en el contrato subsistan las razones por las cuales se realizó el contrato y el 
trabajador que goza de la condición que da lugar a la estabilidad laboral reforzada haya 
cumplido con sus obligaciones contractuales, se le debería garantizar la continuidad de la 
relación laboral.  
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     En síntesis, se tiene que, en el caso de la contratación indefinida, si se desvincula al 
dirigente sindical sin levantar el fuero sindical, se presume que hay discriminación y opera 
el reintegro. Contrario sensu, en el contrato a término fijo, el empleador puede, sin dar 
explicaciones a nadie, no renovar el contrato a término fijo de un trabajador que se vuelve 
directivo sindical alegando simplemente la expiración del contrato. El dirigente sindical 
vinculado mediante contrato a término fijo hoy está desprotegido a pesar de que su 
debilidad ante el empleador no es más que la otra cara de la moneda del ejercicio o disfrute 
de derechos fundamentales.      
     A diferencia de los otros casos de estabilidad laboral reforzada, como la mujer en estado 
de embarazo o el trabajador disminuido en su situación física o mental, al dirigente sindical 
se le desconocen los derechos de estabilidad laboral reforzada, la primacía de la realidad 
sobre las formalidades, y la protección internacional y constitucional que le otorgan las 
NIT, tal y como se explicará en el próximo capítulo. Frete a esto la jurisprudencia de las 
Altas Cortes, manejan una misma línea respecto de la protección de dirigentes sindicales 
cuya vinculación se ha dado por medio de un contrato a término fijo, de donde se infiere 
que el problema no radica en la norma, sino, en la interpretación restrictiva que se ha hecho 












Capítulo 2. La protección especial de los dirigentes sindicales en las 
Normas Internacionales del Trabajo 
     2.1. Los convenios de la OIT sobre derecho de sindicación y protección a los 
dirigentes sindicales. 
    A efectos de esclarecer el marco normativo internacional que protege a los dirigentes 
sindicales vinculados mediante contrato a término fijo, lo primero que se debe establecer es 
que existen diversos Tratados y Convenios internacionales que constituyen verdaderas 
fuentes formales de derecho que no solo orientan, sino que obligan a los estados y que 
apuntan a la protección especial para el ejercicio del derecho de asociación. Tal y como lo 
indica Lafónt (2017), que para el sistema jurídico colombiano estos instrumentos se 
encuentran revestidos de fuerza vinculante y algunos son de jerarquía constitucional, por lo 
que deben ser acatados y cumplidos por los Estados de manera directa. Además de fuentes, 
como lo señala Lafont y Niño (2018), estos tratados: 
prevalecen frente a la norma del derecho interno (CST), ya sea por ser parte 
del bloque de constitucionalidad, por aplicación del principio de 
favorabilidad, por la declaratoria de inexequibilidad de la Corte 
Constitucional o por vía de excepción de inconstitucionalidad de los 
operadores judiciales (p. 121). 
     Las normas que protegen el derecho de asociación y la estabilidad laboral reforzada de 
los dirigentes sindicales vinculados mediante contrato a término fijo, y que vienen siendo 
desconocidas en el ordenamiento jurídico interno, provienen de Tratados o Convenios que 
  
26 
integran de manera directa el denominado Bloque de Constitucionalidad. A pesar de que se 
encuentran en el nivel más alto de jerarquía normativa en virtud de los bienes jurídicos que 
protegen, y que su aplicación no es discrecional para los operadores judiciales y 
administrativos, sino que, constituyen mandatos de obligatorio cumplimiento, vienen 
siendo desconocidas o subordinadas en la jurisprudencia que se fundamenta en débiles 
argumentos de carácter meramente formal.  
     Los derechos de asociación y libertad sindical que se elevaron en el ordenamiento 
jurídico nacional en la Constitución Política de 1991 ya estaban contenidos, desde hace 
mucho, en el Convenio 87 de 1948 de la OIT.  De acuerdo con dicho Convenio, tanto 
empleadores como trabajadores tienen plena libertad para constituir organizaciones 
autónomas sin la intromisión por parte del Estado o terceros. En el caso de los trabajadores, 
estos tienen derecho a asociarse, constituir organizaciones sindicales y establecer sus 
propios estatutos sin participación ni injerencia alguna por parte de los empleadores. En tal 
sentido es menester que, de manera práctica, se impida que el empleador afecte o interfiera 
en el desarrollo de las organizaciones sindicales y la ejecución de sus planes de acción a 
través de la persecución o discriminación tácita o velada contra los dirigentes sindicales 
vinculados a término fijo, a través de la simple y no motivada ruptura del vínculo laboral. 
     La protección emanada del Convenio 87 frente al derecho de asociación y libertad 
sindical implica que en virtud del artículo 11 todo miembro de la OIT, como es el caso de 
Colombia, debe adoptar las medidas necesarias para garantizar el libre ejercicio del derecho 
de sindicación el cual sólo se puede concebir como real y material en la medida de que se 
garantice una estabilidad laboral a los dirigentes sindicales sin importar su forma de 
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contratación, esto es, incluyendo a los vinculados mediante contratos a término fijo, la cual 
no es absoluta, pero, por lo menos debe ser reforzada. 
     La necesidad de la protección efectiva a los dirigentes vinculados mediante contrato a 
término fijo también se recoge en el Convenio 98 de la OIT. De este Convenio, de cara al 
objeto de la presente investigación, se resalta la clasificación de determinados actos que 
deben considerarse como discriminatorios, definiéndolos como aquellas conductas o 
actuaciones encaminadas a impedir el libre desarrollo de los derechos sindicales.  
     Claramente, la amenaza cierta o latente de la no renovación del contrato a los dirigentes 
sindicales vinculados a término fijo desestimula el ejercicio sindical, pues un trabajador 
contratado bajo estas condiciones temerá que, al momento de vincularse a una organización 
sindical, y más aún, de hacerse directivo sindical, difícilmente su contrato será prorrogado o 
renovado si no existe una norma que le proteja.  
     Así, de conformidad con la definición del Convenio 98 de la OIT debería tenerse la no 
renovación de un contrato de trabajo a término fijo de un dirigente sindical, salvo que exista 
una causa objetiva para esa decisión -distinta a la expiración del plazo pactado en el 
contrato- como una conducta sospechosa de ser encaminada a impedir el libre desarrollo de 
los derechos sindicales, y que, por tanto, debería tener como requisito de validez o eficacia 
la calificación judicial previa, tal y como ocurre en la desvinculación de dirigentes 
sindicales vinculados mediante contrato a término indefinido. Contrario a lo que pretenden 
las normas internacionales del trabajo, existe una discriminación contra los trabajadores 
vinculados a término fijo en cuanto a la protección al ejercicio pleno de su derecho de 
asociación que incluye ser directivo sindical.   
         En este orden de ideas, es importante traer a colación que el concepto de 
discriminación, si bien se abordó en el multicitado Convenio 98, se desarrolló con mayor 
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amplitud en el Convenio 111 de 1958. Aunque no se abordó de forma exclusiva para los 
trabajadores vinculados a término fijo, y sindicalizados, se dispuso que ‘cualquier 
distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión 
política, ascendencia nacional u origen social’ que sirvan como criterios para ‘alterar la 
igualdad de oportunidades’ en el trabajo o en el acceso a este, puede ser discriminación. 
Nuevamente, aun cuando no se menciona de forma expresa en el contenido del Convenio la 
discriminación antisindical, está claro que la condición de sindicalista y más aún, de 
dirigente sindical, puede ser un criterio tácito y oculto, pero real, en el cual se fundamente 
el empleador pueda “alterar la igualdad de oportunidades” en cuanto a la permanencia o 
acceso al trabajo del dirigente sindical vinculado a término fijo, en relación con 
trabajadores que, aunque tengan la misma forma de vinculación, no son dirigentes 
sindicales. 
     Así lo entendió la OIT y por ello profirió un Convenio expresamente encaminado a 
proteger a los dirigentes sindicales y representantes de los trabajadores, indistintamente 
de su forma de vinculación: el Convenio 135 de 1971. Éste, aunque no se encuentra 
ratificado por Colombia, permite comprender la línea de pensamiento de la OIT sobre el 
tema y demostrar cómo se interpreta que la protección efectiva de los dirigentes de las 
organizaciones sindicales, incluidos los vinculados a término fijo, es inherente al ejercicio del 
derecho sindical. Así las cosas, aunque en estricto sentido dicho Convenio no sería vinculante 
para Colombia, su contenido se convierte, como mínimo, en doctrina especializada de alta 
relevancia que debe alumbrar la interpretación del conjunto de normas nacionales e 
internacionales vigentes sobre la protección de los dirigentes sindicales. 
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      De los dos convenios anteriormente mencionados, esto es, el 111 de 1958 y el 135 de 
1971, se desprende la necesidad de tomar medidas efectivas de protección contra la 
discriminación, ya sea que el “criterio para alterar la igualdad de oportunidades” en el 
trabajo tenga fundamento en causas generales o sindicales, ya sea que el trabajador se 
encuentre vinculado a término fijo o indefinido. 
     Ahora bien, sobre las justas causas para despedir o desvincular a un trabajador, la OIT 
dispuso en el Convenio 158 de 1982 aquellas causales o motivos que no pueden ser 
alegadas como justas para despedir a alguien, dentro de las que señalan, especialmente, ‘‘la 
afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales fuera de las horas de 
trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo’’ y ‘‘ser 
candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa calidad’’, 
entre otras. Claramente, en el literal B, se está estableciendo una protección especial para el 
dirigente sindical por parte de la OIT, incluyendo a los trabajadores vinculados a término 
fijo. 
     Países como Australia, España, Francia, Marruecos, Portugal, Suecia, Portugal, entre 
otros, que han ratificado este Convenio, han indicado que su desarrollo legislativo conlleva 
a que el empleador sólo pueda terminar un contrato de trabajo si el trabajador incumplió 
con sus obligaciones legales, convencionales, contractuales o por problemas de la empresa. 
En Colombia, en cambio, la jurisprudencia faculta al empleador a que termine el contrato 
de trabajo a término fijo con un dirigente sindical por cumplimiento del plazo pactado así el 
trabajador haya cumplido a cabalidad con todas sus obligaciones y así el objeto del contrato 
todavía sea necesario en la empresa, sin necesidad de levantar el fuero sindical. Ello, sin 
duda, genera una estabilidad laboral precaria del directivo sindical vinculado a término fijo, 
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haciendo inocua la supuesta protección del fuero sindical frente a la expiración del plazo 
pactado.  
     El Convenio 158 estableció en su artículo 10 que, si se presenta un caso a nivel 
territorial y el derecho interno no da las garantías para la protección de un trabajador que 
considera que su desvinculación no concuerda con las razones ya anunciadas, como sería el 
caso del directivo sindical vinculado mediante contrato a término fijo, la OIT, a través de 
sus órganos especializados, tendría competencia para revisar el incumplimiento del 
Convenio y exhortar al Estado a adoptar medidas para el cumplimiento del mismo. Lo 
anterior podría indicar por qué Colombia no lo ratificó: adoptarlo implicaría garantizar 
estabilidad laboral a los dirigentes sindicales aun cuando hayan sido vinculados mediante 
contratos a término fijo. 
     Lo que se observa hasta aquí es que, si bien es cierto la normativa internacional apunta a 
proteger a los dirigentes sindicales vinculados a término fijo de la discriminación y la 
persecución, Colombia se ha negado a ratificar los dos convenios claves para lograr ese 
objetivo: el 158 de 1982 sobre terminación de la relación laboral y el 135 de 1971 sobre 
protección a dirigentes sindicales. Sin embargo, como se explicará más adelante, ello no 
enerva el deber de proteger al directivo sindical, sin importar la forma de su vínculo 
laboral, dado que la estabilidad laboral reforzada del dirigente es inherente al ejercicio del 
derecho de asociación sindical. 
2.2. Recomendaciones y observaciones de la OIT respecto de la protección a los 
dirigentes sindicales y contra la discriminación antisindical. 
     Los Convenios y tratados no son las únicas fuentes jurídicas de origen internacional que 
direccionan la necesidad de proteger a los dirigentes sindicales vinculados mediante 
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contratos de trabajo a término fijo, pues las recomendaciones y las observaciones de los 
órganos autorizados de la Organización Internacional del Trabajo también deben 
incorporarse como fuentes hermenéuticas a la hora de interpretar y aplicar las NIT. 
Colombia, por su vinculación a dicho organismo internacional, otorga y acepta la 
competencia a dichos órganos creados y regulados desde la misma Constitución de la OIT y 
sus Convenios para orientar la aplicación y entendimiento de estos. 
     A través de las recomendaciones se ha establecido el deber que tiene el Estado de 
proteger a los representantes de los trabajadores sin importar su forma de vinculación, tal y 
como se dispuso en la Recomendación 143 de 1971 de la OIT. En este caso se estableció 
que la protección dirigida a los representantes de los sindicatos debe abordarse a partir de 
todo acto que tienda a perjudicarlos o que pretenda desvincularlos de las empresas donde 
trabajan por su condición de representantes sindicales, ‘siempre que dichos representantes 
actúen conforme a las leyes, contratos colectivos u otros acuerdos comunes en vigor’. 
     Como se consideró en la recomendación anterior, la protección a los dirigentes 
sindicales debe ser efectiva y encaminada a evitar cualquier conducta tendiente a obstruir 
su ejercicio. En ese orden de ideas, la OIT entiende que un elemento medular de la 
protección del trabajador es su forma de vinculación y desvinculación. Así, en relación con 
los contratos a término fijo o por duración determinada, incluyendo los dirigentes 
sindicales, la Recomendación 166 de 1982 establece la necesidad de evitar que mediante 
contratos a término fijo se eluda la protección que otorga el Convenio de 1982 sobre la 
terminación de la relación de trabajo, y que dicha forma de contratación trascienda la 
naturaleza de la actividad productiva y sirva para minar los derechos laborales. Asoma 
claro, de la lectura de dicha Recomendación y sus fundamentos, que la OIT entiende que 
los contratos a término definido pueden convertirse en instrumentos tendientes a 
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menoscabar derechos de los trabajadores, tal y como ocurre con los dirigentes sindicales 
vinculados con este tipo de contrato en Colombia.  
     En Colombia no se aplica una interpretación integradora y sistemática de los bienes y 
derechos que protege la OIT en todos los convenios, desde la primacía de la realidad, y no 
se aplican los principios y medidas efectivas tendientes a evitar la discriminación laboral y 
de proteger los dirigentes sindicales vinculados mediante contrato a término fijo.  
     Como se ha visto en el presente capítulo, la OIT y su normatividad busca evitar que se 
pueda usar la forma de vinculación y desvinculación para debilitar los derechos de los 
trabajadores, máxime, cuando se trata de afectar el pleno ejercicio de la libertad sindical.  
     Por todo lo anterior, se considera que no puede prevalecer la forma de vinculación 
laboral, que es lo que hacen las altas cortes en Colombia, sobre el derecho fundamental a la 
no discriminación antisindical; no puede prevalecer, como de manera equivocada lo expone 
la jurisprudencia nacional, la formalidad propia de cada modalidad contractual sobre la 
protección efectiva y material del derecho de asociación que implica, necesariamente, el 
otorgamiento de una estabilidad laboral en cabeza de los dirigentes sindicales, que si bien 
no puede ser absoluta, sí debe ser reforzada. 
2.3. Análisis de algunas de las decisiones de la OIT. 
     Vale destacar, inicialmente, que gran parte de las decisiones de la OIT han permitido 
establecer que los representantes de los trabajadores o dirigentes sindicales, incluidos los 
vinculados mediante contratos a término fijo, no pueden ser despedidos por motivos 
referidos a su actividad o afiliación sindical, ya que esto podría ser considerado como un 
acto de discriminación sindical cuya prohibición se encuentra expresamente en diferentes 
Tratados y Convenios. 
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     En el caso N. 2953 de marzo de 2014, referido a una queja de la Confederación General 
Italiana del Trabajo (CGIL) contra el Grupo FIAT que amenazaba a sus representantes 
sindicales con no contratarlos en la empresa, y que también incurrió en despidos, tales 
actuaciones fueron consideradas como actos de discriminación antisindical que afectaban el 
principio fundamental de la libertad sindical y la existencia misma del sindicato, por lo que 
se ordenó el reintegro de dichos trabajadores. 
     Los actos de discriminación sindical también pueden verse en aquellas actuaciones  
intimidantes hacia los trabajadores para que, por ejemplo, no se vinculen a los sindicatos, 
de tal forma que el trabajador evita afiliarse al sindicato por el temor que tiene de ser 
despedido. Estas intimidaciones, en Colombia, pueden agravarse cuando el trabajador se 
convierte en directivo sindical y está vinculado mediante contrato a término fijo, pues no 
cuenta con protección efectiva. Al respecto, la OIT (2018) sostiene que estos actos de 
intimidación ‘‘constituyen una violación del artículo 1 del Convenio núm. 98’’, como se 
puede observar en el caso núm. 2655. En el estudio de ese caso la OIT reconoce que: 
(…) es difícil, si no imposible, que un trabajador aporte la prueba de que una 
medida de la que ha sido víctima constituye un caso de discriminación 
antisindical, y que es necesario que se prevean en la legislación, de manera 
expresa, recursos y sanciones suficientemente disuasivos contra los actos de 
discriminación antisindical, a fin de garantizar la eficacia práctica de los 
artículos 1 y 2 del Convenio núm. 98. (OIT, caso N. 2655) 
     Lo anterior es muy diciente, pues retomando las palabras de la OIT se diría que es 
difícil, si no imposible, que un dirigente sindical vinculado mediante contrato de trabajo a 
término fijo aporte prueba alguna que demuestre que su contrato no fue renovado por una 
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conducta discriminatoria. Por ello, es necesario que las normas y el desarrollo 
jurisprudencial impongan garantías verdaderamente disuasivas contra la no renovación del 
contrato entendida como acto de discriminación contra el dirigente sindical. 
     Según se ha visto, cuando se decide dar por terminado un contrato de trabajo cuya 
duración es determinada y las circunstancias que dieron origen al mismo siguen vigentes, 
en la práctica, se puede materializar un acto de discriminación antisindical que la 
jurisprudencia nacional, como se verá en el siguiente capítulo, está pasando por alto. Se 
parte de la base de que la no renovación por terminación del plazo pactado no es un acto 
discriminatorio, así sigan existiendo las condiciones que dieron origen al contrato y así el 
dirigente sindical vinculado a término fijo no tenga tacha alguna en sus actividades 
laborales para las cuales fue contratado. Frente a esto, y la discriminación que, en la 
práctica, recae contra los dirigentes sindicales, dice la OIT (2018): 
Nadie debe ser despedido u objeto de medidas perjudiciales en el empleo a 
causa de su afiliación sindical o de la realización de actividades sindicales 
legítimas, y es importante que en la práctica se prohíban y sancionen todos 
los actos de discriminación en relación con el empleo.(Recopilación de 
2006, párrafo 771; 340º informe, Caso núm. 2418, párrafo 811 y Caso núm. 
2351, párrafo 1350; 342º informe, Caso núm. 2356, párrafo 364, Caso núm. 
2390, párrafo 563; 344º informe, Caso núm. 2456, párrafo 278, Caso núm. 
2479, párrafo 1051, Caso núm. 2474, párrafo 1153; 346º informe, Caso núm. 
2487, párrafo 928 (OIT, 2018, p.206). 
     En Colombia la protección a los dirigentes sindicales vinculados a término fijo existe, 
pero solo se protege mientras tenga vigencia el contrato de trabajo, lo que facilita la 
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protección con la vinculación se ha dado a través de contratos a término indefinido pero no 
hay una protección eficaz cuando expira el plazo inicial del contrato o faltan 30 días para su 
expiración, como es el caso del contrato a término fijo, pues con un simple pre aviso se 
desvincula al dirigente sindical afectando los derechos colectivos de la organización 
sindical que pierde su dirigente sindical. Respecto de la protección especial a los dirigentes 
sindicales, incluyendo aquellos vinculados a término fijo, la OIT (2018) ha dicho: 
 En vista de que unas garantías inadecuadas contra los actos de 
discriminación antisindical, en particular contra los despidos, pueden tener 
por efecto la desaparición de los propios sindicatos, cuando se trata de 
organizaciones limitadas a los trabajadores de una sola empresa, deberían 
contemplarse otras medidas con el fin de garantizar a los dirigentes de todas 
las organizaciones, a los delegados y a los miembros de los sindicatos una 
protección más completa contra todo acto de discriminación. (Recopilación 
de 2006, párrafo 773; 359º informe, Caso núm. 2752, párrafo 918; 363º 
informe, Caso núm. 2752, párrafo 920; y 378º informe, Caso núm. 3171, 
párrafo 488. p.206). 
     La OIT hace primar la realidad sobre las formalidades, distinto al caso colombiano. Ello 
se verifica, por ejemplo, en cuanto a la protección de los trabajadores en los casos de 
subcontratación, teniendo en cuenta que es otra de las modalidades usadas por los 
empleadores para no tener trabajadores directamente contratados por la empresa que 
puedan erigirse como directivos sindicales. En Colombia la contratación a término fijo y 
mediante empresas de servicios temporales que suscriben con sus trabajadores, 
generalmente, contratos de obra o labor determinada, ha generado una afectación directa y 
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una disminución en el número de sindicatos, pues estas formas de relacionamiento jurídico 
laboral no otorgan estabilidad laboral reforzada en la práctica y permite discriminar, 
mediante la desvinculación laboral, a los dirigentes del sindicato con mayor facilidad. No 
se evalúa si la terminación obedece a la condición de dirigente sindical, como acto 
discriminatorio, y se le da prioridad al término pactado en el contrato. Sobre la gravedad de 
la prevalencia de aspectos formales que, como consecuencia de su aplicación, afecten los 
derechos sindicales, la OIT expuso: ‘‘La protección contra los actos de discriminación 
antisindical no es suficiente si un empleador puede recurrir a la subcontratación como 
medio de eludir, en la práctica, los derechos de libertad sindical y negociación colectiva’’, 
como se vio en el caso 2602. 
     Cuando un trabajador se encuentra vinculado mediante un contrato a término fijo y en 
razón del cumplimiento de sus obligaciones su contrato ha sido renovado en diferentes 
situaciones, se configura una expectativa a favor del trabajador; pero, si el trabajador se 
convierte en dirigente o representante sindical, y en dicho periodo no se le renueva el 
contrato, claramente podría ello ser un indicio poderoso de que, dicha decisión del 
empleador, constituye un acto de discriminación o una represalia frente a lo cual deben 
tomarse medidas de protección: 
La protección contra los actos de discriminación antisindical debe abarcar no 
sólo la contratación y el despido, sino también cualquier medida 
discriminatoria que se adopte durante el empleo y, en particular, las medidas 
que comporten traslados, postergación u otros actos perjudiciales. (Véanse 
Recopilación de 2006, párrafo 781; 349º informe, Caso núm. 2580, párrafo 
870, Caso núm. 2546, párrafo 1217)  
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     Lo anterior permite establecer que los casos de prácticas de discriminación antisindical 
no solo obedecen al despido o a la terminación de servicios (no renovación) en los 
contratos a término fijo, sino que se incluyen también cualquier acto que se toma como 
represalia, incluyendo sanciones que no impliquen el fin del contrato.  
     La OIT decidió garantizar una protección más robusta para los dirigentes sindicales en 
los Convenios 158 y 135, pero estos dos Convenios no han sido ratificados por Colombia. Sin 
embargo, más allá de la no ratificación dichos instrumentos por parte del Estado colombiano, el 
hecho de no renovar el contrato a los dirigentes sindicales vinculados a término fijo, sin que 
exista una causa justa ni previa calificación judicial, violenta el artículo 1 del Convenio 98 sobre 
el derecho de sindicación y negociación colectiva, el cual sí ha sido ratificado por Colombia y 
hace parte del Bloque de Constitucionalidad:  ‘‘La no renovación de un contrato que responda 
a motivos de discriminación antisindical constituye un perjuicio en el sentido del artículo 1 
del Convenio núm. 98.’’, tal y como como se expuso en los casos 2775, 2836, 2995, entre 
otros. 
     Un caso particular, que sirve de base y argumento a la tesis, afirma que la no renovación 
de un contrato de trabajo a un dirigente sindical por razón de su oficio es discriminatoria, lo 
que implica una sanción e investigación de fondo, no bastando la solución que se refiere a 
los extremos del contrato. En el Caso número 2995 por medio de la cual la Confederación 
Unitaria de Trabajadores (CUT), en representación del Sindicato Sintresega, presentó una 
queja ante el Comité de Protección Sindical de la OIT en el año 2012 porque se presentaron 
actos discriminatorios en la contratación de los dirigentes sindicales y trabajadores 
sindicalizados. Las trabajadoras que prestaban servicio de aseo a diferentes colegios del 
distrito de Bogotá alegaron que fueron objeto de discriminación sindical en la contratación 
por objeto de su actividad ya que el contrato de prestación de servicios de aseo entre el 
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Distrito y la Empresa Internacional de Negocios S.A fue cedido por una parte a la Unión 
Temporal Asepclean y a la Unión Temporal Mr. Clean S.A. La CUT realizó el trámite ante 
el Ministerio de Trabajo y la Alcaldía de Bogotá para que frenaran los actos de 
discriminación, no encontrando actuación positiva.  De esta manera, el Comité de Libertad 
Sindical, en el caso 2995, dijo: 
Con respecto de las alegaciones específicas de no renovación discriminatoria 
de los contratos de trabajo de varios dirigentes del SINTRASEGA, y en 
particular de su presidenta Sra. Yamila Guerrero García, en ocasión de la 
cesión del contrato de prestación del servicio de aseo, recordando que la no 
renovación de un contrato que responda a motivos de discriminación 
antisindical constituye un perjuicio en el sentido del artículo 1 del Convenio 
núm. 98 [véase Recopilación, op. cit., párrafo 785] (…), el Comité pide al 
Gobierno que en caso de que se verifique el carácter antisindical de la no 
renovación de su contrato de trabajo, se le proponga un nuevo contrato de 
trabajo o, en caso de no ser posible, que reciba una compensación adecuada 
de modo que constituya una sanción suficientemente disuasoria (OIT, Caso 
número 2995, informe 373°, p.207). 
     En cuanto a lo que se refiere a la estabilidad en el empleo de los dirigentes sindicales 
cuando hay reducción de personal, se afirma que debe de priorizarse la continuidad en el 
cargo de los dirigentes, para que se configure la protección efectiva de ellos (OIT, 2018). 
En el evento de determinar que su no continuidad ha sido por motivo de su actividad 
sindical o su condición de dirigente, debe efectuarse el reintegro al cargo. En caso de que el 
reintegro no sea posible, como en el caso de reestructuración de entidades públicas, se 
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deberá de establecer una indemnización al dirigente sindical como lo plantea la (OIT, 
2018): 
Si el reintegro de los trabajadores despedidos en violación de los principios 
de la libertad sindical no fuese posible en la práctica, dado el largo lapso de 
tiempo transcurrido desde el despido, el Comité pidió al Gobierno que 
adoptara medidas para que los trabajadores reciban sin demora 
indemnización completa. (Recopilación de 2006, párrafo 841, y 350º 
informe, Caso núm. 2252, párrafo 172). 
     Como salta a la vista, si la OIT protege, en virtud del Convenio 98, artículo 1, al 
directivo sindical frente a la no renovación de contrato, incluso si hubo Cesión de Contrato 
Civil o Comercial de su empleador, y aun en el caso de reestructuración de entidades 
públicas, es diáfano que, naturalmente, protege  al directivo sindical que en virtud de un 
contrato a término fijo no se le renueva el contrato por motivos de discriminación 
antisindical. Ahora bien, la prueba de que tales motivos que originaron la no renovación del 
contrato son antisindicales no puede exigirse al dirigente sindical despedido, pues sería una 
prueba imposible, sino que es el empleador quien debe tener la carga de la prueba de 
demostrar, previamente, que la no renovación no es antisindical.  
     Como cierre, desde la perspectiva de las normas y decisiones de la OIT a que se ha 
hecho referencia y tal y como se ha demostrado hasta aquí, se tiene que se debe proteger al 
dirigente sindical, sin importar su forma de vinculación, es decir, incluyendo al contratado a 
término fijo, descargando sobre los hombros del empleador la carga de demostrar que su 
decisión no tiene motivos antisindicales, lo cual implica una calificación previa. 




     El Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos (SIDH) es un conjunto 
de declaraciones, convenciones y protocolos vigentes en América que tienen como fuente, 
además, el desarrollo jurisprudencial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos junto con las 
obligaciones que los Estados americanos que en ejercicio de su soberanía contraen para 
proteger los derechos humanos de las personas, dentro de los que se encuentran los 
derechos de los dirigentes sindicales, la libertad sindical y el derecho de asociación. Esta 
protección se da, entre otros, por medio de los siguientes mecanismos: 
     La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 que 
reconoce a través de su artículo 14 el derecho al trabajo en condiciones dignas, el artículo 
21 garantiza el derecho de reunión, y el artículo 22 protege el derecho de asociación con el 
objeto de promover, ejercer y proteger sus intereses sindicales, entre otros. El Acta Final de 
la V Reunión de consulta de Cancilleres de 1959 conocida como Declaración de Santiago 
de Chile menciona los principios y atributos del sistema democrático en américa. Ésta, 
contenía la siguiente declaración: ‘los derechos humanos que están incorporados en la 
legislación de los Estados americanos deben de ser protegidos por medios judiciales 
eficaces.’ 
     Frente a ello se tiene que, armonizando ambos instrumentos, por un lado, se protege y 
garantiza el derecho de asociación y de otro se ordena que los Estados deben garantizar 
medio judiciales eficaces. De entrada, se observa que en Colombia si bien hay normas que, 
formalmente, protegen a los dirigentes sindicales, tal y como se demostró en el capítulo 
primero, pero estas no son eficaces para garantizar el derecho de asociación de los 
dirigentes sindicales vinculados mediante contrato de trabajo a término fijo, con lo cual se 
está incumpliendo el mandato contenido en estas normas, resultando ineficientes.  
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     De otro lado, se tiene la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José, 1969) en su artículo 1, numeral 1, establece que los Estados parte en esta Convención 
tienen la obligación de garantizar las libertades fundamentales que en ella se consagran, y 
el artículo 16 se refiere a la libertad de asociación. En el artículo 24 se establece la igualdad 
ante la ley, que implica la eliminación de toda forma de discriminación; de otra manera, el 
artículo 25 establece que los Estados deben dotarse de un mecanismo idóneo para la 
protección de los de los derechos fundamentales, tales como la libertad de asociación 
sindical. 
     Respecto del objeto y problema de la presente investigación y la protección de los 
dirigentes sindicales vinculados mediante contrato a término fijo, se tiene que este 
instrumento jurídico internacional, al igual que los de la OIT, establece el deber garantizar 
el derecho de asociación sin ningún tipo de discriminación y que, nuevamente, los 
mecanismos dedicados a garantizar el derecho de asociación deben ser idóneos, esto es, 
verdaderamente eficaces. Ahora bien, dada la naturaleza del derecho de asociación, este 
resulta indisoluble de la necesidad de protección a la estabilidad laboral reforzada de los 
dirigentes sindicales indistintamente de su forma de vinculación. 
     Del mismo sistema interamericano de protección tenemos el Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre derechos humanos en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales (Protocolo de San Salvador). En el artículo 3 se consagra el 
compromiso que adquieren los Estados para evitar actos de discriminación y en el artículo 8 
se protege de manera especial el derecho de asociación sindical, dando prevalencia al 
derecho material que a las formalidades. Sobre la discriminación, incluida la que se puede 
ejercer al no renovarse el contrato de trabajo a un trabajador en razón de su condición de 
dirigente sindical, también es pertinente referirse a la Convención Interamericana contra 
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toda Forma de Discriminación e Intolerancia, 2013. De esta convención Colombia es un 
país signatario desde el día 09 de agosto de 2014. En efecto, para esta Convención debe de 
entenderse como discriminación: 
Cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia, en cualquier 
ámbito público o privado, que tenga el objetivo o el efecto de anular o 
limitar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
uno o más derechos humanos o libertades fundamentales consagrados en los 
instrumentos internacionales aplicables a los Estados Partes (CIDH, 2013). 
   Así, queda meridianamente claro que al no renovarse un contrato de trabajo a término fijo 
de una persona, en razón a su condición de dirigente sindical, se le está discriminando y 
limitando, en condiciones de igualdad frente a los demás trabajadores a los que sí se les 
renueva el contrato y que no son dirigentes sindicales, el ejercicio del derecho del derecho 
de asociación y libertad sindical ejercido en su máxima expresión, esto es, bajo la condición 
de directivo sindical y representante de los demás trabajadores. 
     De acuerdo con el artículo 93 de la Constitución Política, al referirse sobre derechos 
humanos, dichos instrumentos hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y se 
encuentran en el vértice de la jerarquía normativa. Estos instrumentos apuntan a la 
protección del derecho de asociación y la efectividad de las normas que tiendan hacia dicho 
objetivo, tales como las que consagran el fuero sindical y la estabilidad laboral reforzada 
que requieren los dirigentes sindicales.  
     La situación anterior se relaciona de forma clara con lo que la CIDH (2013) ha 
mencionado sobre la discriminación indirecta y múltiple: 
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Discriminación indirecta es la que se produce, en la esfera pública o privada, 
cuando una disposición, un criterio o una práctica, aparentemente neutro es 
susceptible de implicar una desventaja particular para las personas que 
pertenecen a un grupo específico, o los pone en desventaja, a menos que 
dicha disposición, criterio o práctica tenga un objetivo o justificación 
razonable y legítimo a la luz del derecho internacional de los derechos 
humanos.  
Discriminación múltiple o agravada es cualquier preferencia, distinción, 
exclusión o restricción basada, de forma concomitante (…) que tenga por 
objetivo o efecto anular o limitar, el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de uno o más derechos humanos y libertades 
fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales aplicables a 
los Estados Partes, en cualquier ámbito de la vida pública o privada (CIDH, 
2013). 
     Tanto el derecho interno como el internacional, como se ha demostrado en el capítulo 
uno y dos, consideran al trabajador dirigente sindical como una persona que requiere 
especial protección jurídica por los intereses y las funciones que representa dentro de la 
organización sindical. Pese a esto, en el desarrollo jurisprudencial no se reconoce ni se 
protege de manera puntual la estabilidad laboral reforzada dirigida a los dirigentes 
sindicales vinculados mediante contrato a término fijo que, valga decirlo, es la herramienta 






Capítulo 3. Las Altas Cortes y el fuero sindical en Colombia (Contrato a 
término fijo). 
     La jurisprudencia que existe en Colombia por parte de las Altas Cortes, compuestas por 
la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, exceptuando al Consejo de Estado, 
manejan una misma línea jurisprudencial respecto de la protección o extensión del fuero 
sindical cuando la vinculación se ha dado mediante un contrato a término fijo; sin embargo, 
existen algunas sentencias que se han apartado de la posición mayoritaria, principalmente 
en algunos Tribunales Superiores de algunos Distritos Judiciales que han interpretado la 
norma de manera garantista: lo anterior refuerza la demostración realizada en el capítulo 
primero respecto a afirmar que el problema no radica en la norma, sino en la interpretación 
restrictiva y regresiva de la misma. 
     La línea jurisprudencial que han mantenido las altas cortes a lo largo de la resolución de 
escenarios constitucionales que resuelven casos de dirigentes sindicales contratados a 
término fijo ha llevado a la desprotección de los accionantes. Esto, en primera medida, 
como se estudió en el capítulo segundo, a pesar de que la OIT sostiene que la protección de 
los dirigentes sindicales debe ser efectiva y tener medidas que impidan actos 
discriminatorios que se esconden, como en este caso, bajo la facultad de la no renovación 
del contrato del dirigente bajo el argumento de la expiración del plazo pactado. En 
Colombia, las cortes de cierre mencionadas antes han afirmado que no es necesaria la 
calificación de un juez de la república para terminar un contrato por la expiración del 
tiempo pactado con un dirigente sindical. Como consecuencia de ello, la realidad que 
afrontan los sindicatos en la nación se constituye como inconstitucional, dado que se genera 
una desprotección contraria al espíritu de la Carta Política, sino también los derechos 
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subjetivos de los afiliados a la organización sindical. De este modo, esta postura no permite 
que el sindicato cumpla su objeto constitucional, pues la estabilidad de los dirigentes 
vinculados a término fijo depende de la discrecionalidad del empleador. Más aún, se impide 
el desarrollo normal de las actividades de los sindicatos al no tener esta ninguna garantía 
efectiva para sus dirigentes, desconociéndose así lo estipulado en el artículo 39 superior. 
Entonces, llevaba esta premisa hasta las últimas consecuencias, basta que una empresa haga 
uso de su facultad de vincular a todos los trabajadores mediante contrato a término fijo y así 
tendrá control sobre el ejercicio del derecho de asociación de sus trabajadores mediante la 
no renovación de los contratos de los dirigentes. Ésta es, finalmente, la realidad que 
afrontan los sindicatos en la práctica, constituyéndose tal facultad al empleador en un 
verdadero impedimento al ejercicio de sus derechos constitucionales.  
     De otro lado, valga recordar que el proceso de fuero sindical para autorizar el despido no 
es susceptible del recurso extraordinario de Casación, por lo que los litigios respecto de 
estos procesos terminan en los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. Como 
consecuencia de ello, este asunto sólo llega a conocimiento de la Corte Suprema de Justicia 
y la Corte Constitucional producto de acciones de tutela. Se abordarán a continuación 
diferentes pronunciamientos de estas Corporaciones a efectos de comprender y exponer, 
con una perspectiva crítica, la posición de estas frente a la protección del dirigente sindical 
vinculado mediante contrato a término fijo y la forma en como los operados judiciales han 
interpretado la normatividad.  
3.1. Corte Constitucional.  
     La posición de la Corte Constitucional se caracteriza por ser muy rígida y limitada frente 
al tema que se aborda, pues la jurisprudencia hace alusión a la inviabilidad de solicitar la 
aplicación de la garantía de protección del fuero sindical cuando se trata de trabajadores 
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vinculados mediante contratos a término fijo. Adelante se citarán y analizarán algunos 
apartados de algunas sentencias a través de los cuales se exponen los argumentos que en 
general fortalecen esa postura. 
     En el caso resuelto en la sentencia C- 263 de 2019 se demandó el artículo 411 del 
Decreto Ley 2663 de 1950, Código Sustantivo del Trabajo. En esta sentencia no se resolvió 
el asunto de fondo dado que la Corte se declaró inhibida, pero es importante para la 
investigación puesto que las intervenciones que coadyuvaron la acción pública sostienen 
que este artículo del Código Laboral restringe el derecho de sindicación. La Escuela 
Nacional Sindical, respecto de ese caso, solicitó que: 
se declare la inexequibilidad de la disposición demandada. Como sustento indican 
que, de acuerdo con lo señalado en el artículo 53 constitucional, los Convenios 87 y 
98 de la OIT hacen parte de la legislación interna y reconocen la libertad sindical, la 
salvaguarda del derecho de sindicalización y establecen tales garantías, sin 
distinción, para todos los trabajadores, con la salvedad excepcional de quienes 
integran la fuerza pública. (Corte Constitucional, C-263, 2019) 
     En esta tesis se comparte este argumento porque la protección del derecho a la libertad 
sindical debe hacerse sin distinción en el modo de contratación utilizado, siempre que siga 
vigente el objeto que dio origen al trabajo, dado que la limitación de que hablan los 
Convenios y el artículo 39 de la Constitución sólo se refiere a las fuerzas militares. 
     Por otro lado, la Universidad del Rosario sostuvo una posición muy crítica respecto de 
la postura de la Corte en lo que se refiere a la realidad sindical que vive el país de la que 
afirma: 
Apunta que estos contenidos son especialmente relevantes en el caso de Colombia, 
que tiene una preocupante cultura antisindical, la cual se ha asentado en la difusión 
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de un concepto de Sindicato como enemigo, y que ha resultado en una comprobada 
y preocupante violación de los derechos humanos de los sindicalistas, lo cual ha sido 
examinado por organismos internacionales y por lo que se requiere de la ampliación 
de mecanismos que disminuyan los efectos que ello causa en la sindicalización, 
cuyos porcentajes en Colombia son alarmantes. Para comprobar este aserto, acude a 
la documentación de la violencia antisindical en Colombia realizada por el SISLAB 
y examinada por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones (CEACR) y destaca que además de ese efecto material disuasorio 
para impedir el ejercicio de la libertad sindical, se utilizan otros, como las lecturas 
restringidas de sus derechos, pese a las comprobadas presiones y amenazas “de toda 
índole contra los dirigentes y afiliados de tales organizaciones”.  
Acota que, de acuerdo con el Comité de Libertad Sindical de la OIT, los derechos de 
las organizaciones de trabajadores y empleadores deben ejercerse en un clima 
desprovisto de violencia, presiones o amenazas y ejemplifica que algunos de ellos se 
constatan cuando las empresas “ven en la exigencia de garantías laborales un 
obstáculo para los objetivos económicos” y que por ello, en el escenario 
democrático lo que debe es garantizarse el ejercicio de las libertades sindicales y 
eliminar de tajo cualquier disposición que irrumpa en tal propósito, como sucede con 
la restricción que incorpora el artículo 411 demandado. 
Pide en consecuencia la inexequibilidad “para corregir el déficit de protección de 
la libertad sindical a partir de la relajación del esquema de garantía reforzada que 
demanda intervención de la máxima autoridad constitucional para incorporar la 
necesaria evaluación previa que descarte conductas antisindicales”. (Corte 
Constitucional, Sentencia C-263, 2019) 
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     Es importante este apartado citado para el trabajo ya que se enuncia que los dirigentes 
sindicales, como representantes de los trabajadores, persiguen intereses colectivos que en 
muchas ocasiones van en contra de los empresariales o individuales del empleador, lo que 
acarrea una amenaza a la integridad del aforado y su estabilidad en el empleo, situación por 
la cual se hace necesaria una efectiva protección del Estado, independientemente de la 
forma de vinculación. Por otro lado, la Universidad del Cauca planteó: 
A través del Departamento de Derecho Laboral se solicitó la exequibilidad 
condicionada del artículo 411 del Código Sustantivo del Trabajo. Se refiere al 
contenido del artículo 39 constitucional, así como a los Convenios 87 y 98 de la OIT 
y reflexiona sobre la necesidad de salvaguardar a los trabajadores sindicalizados, a 
través del fuero, independientemente de la modalidad de contratación por la que opte 
el empleador. 
Acude a las sentencias T-1334 de 2001, T-116 de 2009 y T-162 de 2009 en las que 
se señala que, en principio, cuando los trabajadores cuentan con contratos 
transitorios o por obra o labor no es necesaria la autorización para proceder a su 
finiquito, pero resalta que, en atención al contenido del Convenio 111 de OIT, que se 
refiere al principio de no discriminación en el trabajo, se hace necesario advertir 
que “si la terminación del vínculo no se da en razón del cumplimiento de la obra o 
labor, el cumplimiento del objeto transitorio por el cual el trabajador fue 
contratado o el vencimiento del plazo, si no por el contrario se está en presencia de 
indicios que conlleven a inferir que el objeto contractual no ha terminado pese a la 
modalidad contractual escogida, en virtud del principio de primacía de la realidad 
sobre las formas … es que el juez laboral estará facultado para conocer de la 
respectiva acción de reintegro y con ello constatar si la terminación se dio en razón 
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del cumplimiento del objeto contractual”. (Corte Constitucional, Sentencia C-263, 
2019) 
     El anterior aporte está en plena consonancia con lo planteado en esta tesis porque el 
argumento central es que existe una interpretación restrictiva de las Altas Cortes en el 
momento de resolver problema jurídico similar planteado en el trabajo, solamente 
arguyendo a razones del tenor de la norma y los extremos acordados en el contrato, sin 
observar la garantía constitucional de fuero sindical y el principio de la primacía de la 
realidad sobre las formalidades donde para proteger el derecho de sindicación se debe 
evaluar por el juez laboral si existen motivos discriminatorios en la no renovación del 
contrato, lo que requiere que el empleador pruebe que no hay discriminación, que obedece a 
una causa objetiva, también, probar que el objeto de trabajo por el que fue contratado el 
dirigente sindical ha cesado. 
     La sentencia T-116 de 2009 aborda de manera directa el objeto de la presente 
investigación, esto es, la estabilidad laboral reforzada de los dirigentes sindicales 
vinculados mediante contrato de trabajo a término fijo. Para dar respuesta al problema 
plantado en la acción de tutela se apoya en el literal C artículo 61 del Código Sustantivo del 
Trabajo en el cual se establecen las diferentes causas para terminar un contrato, 
estableciendo entre ellas la expiración del plazo en los contratos a término fijo. 
     Según la Corporación, al establecerse en dicho artículo la expiración del plazo o periodo 
pactado en el contrato a término fijo como una forma de terminación de la relación laboral 
no se requiere levantar el fuero sindical en los casos de los dirigentes sindicales, 
desconociendo que el contrato a término fijo no se encuentra dentro de los casos que 
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taxativamente el ordenamiento ha establecido en el artículo 411 del CST como aquellos que 
no exigen levantar el fuero sindical para dar por concluida la relación laboral.  
     Valga anotar que el artículo 61 del CST fue demandado por inconstitucionalidad, pero 
fue declarado exequible en la sentencia C-016 de 1998. En dicha sentencia se estableció 
que el artículo 61 no iba en contravía del principio de estabilidad laboral toda vez que, en 
aplicación del principio de solidaridad, se debería renovar el contrato cuando ‘‘la materia 
del empleo subsista, que el empleado haya cumplido sus obligaciones y que esto no 
implique una alteración en la actividad económica’’. Aquí se evidencia que, por un lado, la 
Corte en su estudio y control abstracto de constitucionalidad da elementos que permiten 
avizorar la estabilidad laboral desde el principio de solidaridad, pero, al momento de aplicar 
dicho artículo a casos concretos, como se observa en la sentencia T-116 de 2009, desconoce 
su precedente y antepone una teoría contractualista, civil, ajena al principio tuitivo del 
derecho laboral, y desprovista del andamiaje constitucional que ella misma estructuró como 
aquél que daba una hermenéutica dotada de legitimidad política y constitucional a dicha 
normativa. En este caso, pese a que se argumentó la existencia de las condiciones que 
dieron origen al contrato y al cumplimiento de las obligaciones del trabajador y el principio 
de la primacía de la realidad sobre las formalidades, el tribunal constitucional resolvió 
plegarse al argumento de la Corte Suprema de Justicia según el cual, por el hecho de 
tratarse de un contrato de término fijo, no era necesario soportar carga probatoria alguna ni 
iniciar proceso previo distinto a la presentación de la carta de preaviso.  
     Dicha posición, sin embargo, es totalmente cuestionada, pulverizada, por la misma corte 
constitucional cuando se trata de otro tipo de estabilidad laboral reforzada. Por ejemplo, en 
las sentencias T-1083 de 2007 y T 263 de 2009 se establece que la simple terminación del 
  
51 
plazo pactado en los contratos a término fijo no es casual para dar por terminada la relación 
laboral, porque se sobrepone la estabilidad laboral reforzada:  
Al respecto, cabe destacar que dicha protección no se aplica exclusivamente 
a los contratos de trabajo celebrados por un término indefinido, puesto que la 
jurisprudencia constitucional ha encontrado necesario hacer extensiva la 
exigencia de autorización de la Oficina del Trabajo a las hipótesis de no 
renovación de los contratos a término fijo. En tal sentido, se ha señalado que 
el vencimiento del plazo inicialmente pactado o de una de las prórrogas, no 
constituye razón suficiente para darlo por terminado, especialmente cuando 
el trabajador es sujeto de especial protección constitucional. (Corte 
Constitucional, T-1083, 2007)   
     En estos casos, se revisaba el caso de trabajadores con estabilidad laboral reforzada 
producto de sus condiciones de salud. Sin embargo, no existe en las sentencias de la corte 
un solo argumento de peso que permita indicar por qué en estos no basta solo la expiración 
del tiempo pactado, sino que se requiere demostrar el incumplimiento del trabajador a sus 
obligaciones asignadas o que el objeto por el cual se contrató ha cesado, entre otros, y 
porqué cuando la persona con estabilidad laboral reforzada es un directivo sindical.  
     El criterio constitucional fundamentado en la efectividad de los derechos fundamentales 
no puede ser imponer distintos raceros de conformidad con el sujeto en condición de 
debilidad, y por ende, con necesidad de estabilidad reforzada. En el caso de los directivos 
sindicales vinculados a término fijo debería aplicarse el mismo criterio de la calificación 
previa, en este caso, del juez del trabajo: el operador judicial debe examinar si la decisión 
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del empleador está bien fundada en razones objetivas y no en motivos discriminatorios 
sobre la situación particular del directivo sindical. 
     Si bien es cierto el argumento sobre el cual descansa la estabilidad laboral reforzada, 
frente a la renovación de los contratos a término fijo se ha constituido como un avance en la 
materia, pero hace falta que se extienda dicha interpretación a los directivos sindicales y no 
quede sólo en favor de las mujeres embarazadas, en estado de lactancia, o trabajadores con 
discapacidad.  
     Esa idea, que apuntala y coadyuva el debate sobre la protección efectiva de los 
directivos sindicales vinculados a término fijo, se desarrolla con amplitud en la ya citada 
sentencia C-016 de 1998 que menciona elementos audaces como aquel que proyecta el 
principio de estabilidad laboral reforzada en la ‘expectativa cierta y fundada’ del trabajador 
sobre su continuidad a partir de otro principio: el de la ‘primacía de la realidad sobre las 
formalidades’. De acuerdo con el contenido de la sentencia, el principio de estabilidad 
laboral se desarrolla en el artículo 53 de la Constitución Política, el cual dice que:  
Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 
correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios 
mínimos fundamentales: (…) estabilidad en el empleo; (…) primacía de la 
realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales; (…).  (Const., 1991, art. 53) 
     Por lo que para que se dé cumplimiento de estos principios, se requiere que se efectúen 
una serie de presupuestos que son mencionados nuevamente en la sentencia, los cuales son:  
Cuando al trabajador tiene la certidumbre y la garantía de que conservará el 
empleo, en la medida en que subsista la materia de trabajo y el haya 
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cumplido satisfactoriamente con sus obligaciones, de manera tal que el 
empleador, motivado por las necesidades de la empresa, deba renovar el 
contrato. (Corte Constitucional, C-016, 1998). 
     En esta sentencia se encuentran los principios con los que se puede resolver el objeto de 
la discusión de esta tesis en lo que se refiere al análisis constitucional, pues emplea los 
principios como fundamento. Lamentablemente, la misma corporación en sentencias 
posteriores a la hora de poder aplicar su teoría a casos concretos, desquicia su propio 
argumento y desequilibra la balanza que sostiene al trabajador y al empleador en favor de 
este último, contrariando, de paso, el principio tuitivo que constituye la verdadera savia del 
derecho del trabajo. 
     La sentencia T-116 de 2009 acumuló las tutelas correspondientes a los procesos T-
2008244, T- 2063077, T-2065243, las cuales fueron instauradas por trabajadores que 
hacían parte del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria del 
Café (Sintrainduscafé) y mediante las cuales accionaban, entre otros, a la Sala Laboral del 
Tribunal Superior de Bogotá. Los anteriores son casos interesantes por que los juzgados de 
conocimiento inicial sí otorgaron el reintegro por no haberse dado la previa autorización 
judicial. Uno de los accionantes, dentro de sus interesantes argumentos, dice que: 
Un trabajador con fuero sindical puede ser vinculado a término fijo, pero su 
fuero no se limita a la garantía de no ser desmejorado o trasladado sin 
permiso judicial, pues tal autorización se requiere en los casos en que haya 
vencido el término del contrato; aceptar lo contrario conllevaría la extinción 
de los sindicatos, ya que no podrían sobrevivir a la práctica empresarial de 
vincular únicamente trabajadores con contrato a término fijo. (Corte 
Constitucional, T-116, 2009) 
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     En concordancia con eso, el Juzgado 18 Laboral del Circuito de Bogotá profirió 
sentencia el 19 de febrero del 2008 condenando a la Federación a reintegrar al señor 
Guarín, toda vez que este tenía una ‘estabilidad relativa’ por tener su fuero sindical, pero 
además, porque su contrato ya había sido renovado anteriormente, así que este podía 
suponer que mantendría su empleo si seguía cumpliendo con sus obligaciones como lo 
estuvo haciendo. El Juzgado también señaló que “Fedecafé tenía el deber legal de 
adelantar el proceso correspondiente a fin de obtener el permiso de la autoridad 
judicial para levantar el fuero a su trabajador aforado y luego si proceder a su retiro del 
servicio”.  
     Lamentablemente, en sentencia del 27 de marzo de 2008, la Sala Laboral del Tribunal 
Superior de Bogotá revocó la anterior decisión y absolvió a la Federación de la condena 
impuesta, limitando el debate relacionado con la terminación unilateral del contrato por el 
empleador al directivo sindical en los contratos a término bajo el peregrino argumento que 
“desde antaño se ha predicado la viabilidad legal de la terminación contractual en casos 
como el descrito, pues no se está frente a los eventos dispuestos en el artículo 405 del 
Código Sustantivo del Trabajo” que consagra y define el fuero sindical. Finalmente, el 
Tribunal en esta sentencia dejó en claro que: “el vencimiento del plazo presuntivo es una 
situación legal que ha de atenderse por las organizaciones sindicales, pues la garantía del 
fuero no es un derecho absoluto”. De esta manera, la sentencia de segunda instancia 
sostiene la tendencia a desproteger a los dirigentes sindicales contratados a término fijo y 
pulveriza la rebeldía del juez de instancia que, alejándose de los precedentes existentes, 
había realizado una correcta y acompasada interpretación de la cuestión a la luz de los 
derechos fundamentales emanados de la constitución y las normas internacionales de 
derechos humanos, y del trabajo. 
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     La sentencia T-140 de 2011 trae consigo unos elementos muy importantes, de índole 
constitucional, que fundamentan la necesidad de anteponer la estabilidad laboral reforzada 
a la expiración del plazo inicialmente pactado, los cuales son totalmente replicables en los 
casos de los dirigentes sindicales vinculados a término fijo a los cuales se pretende no 
renovar sus contratos:   
La jurisprudencia ha reconocido el derecho a la estabilidad en casos 
específicos como el de los trabajadores aforados, las mujeres embarazadas y 
las personas con limitaciones físicas. Respecto de los trabajadores con fuero 
sindical-entendido éste como una "garantía que gozan algunos trabajadores 
de no ser despedidos (…) sin justa causa, previamente calificada por el juez 
del trabajo" cuando se contraviene la norma, la legislación laboral ha 
desarrollado la acción de reintegro laboral para proteger sus derechos y 
garantías laborales. 
Y más adelante agrega:  
En los casos en los que una persona ha suscrito un contrato laboral, y se 
encuentra cobijado por el principio de estabilidad laboral reforzada, la 
expiración del plazo no es razón suficiente para justificar el despido de la 
persona sin que medie la autorización de la Oficina del Trabajo. En los 
contratos de obra, se entiende que el contrato se da por terminado, sólo en el 
momento en el que se compruebe que efectivamente la obra para lo cual fue 
contratada la persona haya finalizado. Sin embargo, en los casos en los que 
se trate de un ciudadano que se encuentre cobijado por la estabilidad laboral 
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reforzada, el empleador debe contar con la autorización de la Oficina de 
Trabajo. (Corte Constitucional, T-140, 2011). 
     Este precedente es importante dado que, de su lectura amplia se concluye que no existe 
una razón jurídica para excluir de dicha protección especial en el contrato a término fijo a 
los dirigentes sindicales. 
     Para cerrar la revisión de la posición jurisprudencial de la Corte Constitucional respecto 
del tema objeto de la presente tesis, se citarán y analizarán algunas decisiones judiciales 
que, si bien no se refieren de manera expresa al debate en cuanto al fuero sindical en los 
contratos a término fijo, sí integran la línea jurisprudencial sobre la protección a la 
estabilidad laboral reforzada de los dirigentes sindicales en Colombia, en la medida que 
analiza la protección de los empleados públicos aforados en el marco de procesos de 
reestructuración y supresión de cargos. En esta línea se abordan los interrogantes respecto 
de si la entidad pública que inicia o ha iniciado un proceso interno de reestructuración y, 
aún más, si estos conllevan a la supresión de determinados cargos que son ocupados por 
dirigentes sindicales se debe acudir ante un juez laboral con la finalidad de solicitar el 
levantamiento del respectivo fuero. La regla general de esta línea y la jurisprudencia que ha 
venido desarrollándose al respecto ha determinado que sí es necesario acudir previamente 
ante el juez laboral, como lo plantea la sentencia T–205 de 2004 que establece:  
En los procesos de reestructuración de entidades públicas, la Administración 
pública tiene el deber de acudir previamente ante el juez laboral cuando se 
presenta supresión de cargos ocupados por trabajadores aforados y el 
funcionario judicial determinará si el proceso de reestructuración constituye 
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o no una justa causa para levantar la garantía constitucional del fuero a un 
dirigente sindical. (Corte Constitucional, T-205, 2004) 
      La sentencia T-1061 de 2002 respecto de la acción de reintegro señaló que son: 
“disposiciones jurídicas garantistas (antes de carácter legal y ahora con respaldo 
constitucional) que se traducen en la imposibilidad de despedir o trasladar o desmejorar al 
trabajador aforado sin previa autorización judicial.”  De estos precedentes se puede concluir 
que, en los casos de reestructuración de entidades públicas, la Administración tiene el deber 
de acudir previamente ante el juez laboral cuando sea necesario suprimir un cargo que 
viene siendo ocupado por un dirigente sindical. Así pues, el juez determinará si el proceso 
de reestructuración constituye o no una justa causa para levantar la garantía constitucional 
de protección especial.  
     Así las cosas, si la corte considera que aun en los casos de restructuración de entidades 
públicas que afectan la estabilidad laboral de dirigentes sindicales, a pesar de venir 
precedida de actos administrativos debidamente motivados y revestidos de presunción de 
legalidad,  se debe solicitar autorización previa del juez laboral, no se explica cómo 
desprotege de manera abierta al dirigente sindical que, en el sector privado, está vinculado 
con contrato a término fijo es más susceptible de ser víctima de persecución o 
discriminación antisindical. 
     Así mismo, tenemos que en la sentencia SU-1067 de 2000 con ponencia del Magistrado 
Fabio Morón Díaz se examinó una acción de tutela instaurada por el Sindicato de 
Trabajadores de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares “SINTRACREMIL” donde se 
presentaron masivos despidos de trabajadores sindicalizados que estaban vinculados 
mediante contratos a término fijo. Al respecto, cabe destacar que se logró establecer que de 
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los 62 afiliados al sindicato fueron despedidos 41 en total (37 en la tutela T-250781 y 4 en 
la T-282819), suma que representaba el 66.12 % de la totalidad del sindicato. Así mismo, 
quedó demostrado que el despido masivo de trabajadores afiliados a SINTRACREMIL 
“afectó la existencia misma del Sindicato como persona jurídica al quedar reducido su 
número de integrantes a siete (7), esto es, a un número inferior del requerido por la Ley”, 
por lo cual se ordenó su reintegro.     
     Esta sentencia da cuenta de la necesidad de ahondar en los móviles del empleador a la 
hora de tomar la decisión de no dar continuidad a la relación de trabajo, y procurar 
establecer en cada caso concreto si se están tomando decisiones de buena fe dentro de 
relaciones normales de trabajo, o si se pretende, haciendo uso de las mismas normas, 
afectar o impedir el ejercicio del derecho de asociación.   
     En la sentencia T-784 de 2001 con ponencia del Magistrado Alfredo Beltrán Sierra se 
dijo que la facultad discrecional que tiene el empleador, de conformidad con la ley, para 
dar por terminados contratos de trabajo de empleados sindicalizados no era absoluta y 
siempre debe estar mediada por criterios de proporcionalidad y razonabilidad.  
     Sin embargo, la corte no aplica tales criterios a la hora de proteger a los directivos 
sindicales vinculados mediante contratos a término fijo, pues niega el deber de agotar el 
único mecanismo posible capaz de valorar en cada caso la presencia de tales criterios: la 
calificación judicial previa o proceso de levantamiento del fuero sindical. 
     Posteriormente, en la sentencia T-1328 de 2001 con ponencia del Magistrado Manuel 
José Cepeda Espinosa, la Corte se pronunció sobre los parámetros que debe tener en cuenta 
el juez constitucional para determinar si en un caso concreto de despidos sin justa causa el 
empleador vulneró o no la libertad de asociación sindical. Nuevamente, si bien el centro del 
debate no es el despido del dirigente vinculado mediante contrato a término fijo, sí 
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esclarece la necesidad de ponderar diversos elementos cuya aplicación al caso que se 
estudia en la presente tesis pueden ser reveladores:  
Sobre este particular, es necesario señalar que cuando el empleador ejerce la 
facultad de terminación unilateral sin justa causa del contrato de trabajo de 
trabajadores que están sindicalizados, y los trabajadores alegan que éste 
tuvo un ánimo persecutorio, es necesario establecer cuidadosamente las 
circunstancias que rodean cada caso particular corroborando, entre otros 
factores concurrentes, los siguientes: 
(...) El papel de los empleados sindicalizados que se despiden, puesto que 
también es posible establecer diferencias en las consecuencias que produce 
el despido de simples afiliados a la organización, de algunos de sus 
activistas de base o el de los propios miembros de los cuadros directivos –
que necesariamente se encargan de la representación del sindicato y la 
promoción de sus intereses-. (Corte Constitucional, T-1328, 2001) 
     Como se observa, de da relevancia al papel de los directivos sindicales, quienes 
representan al sindicato, a los afiliados, y promueven sus intereses. Tal condición, 
claramente, no distingue el tipo de contrato ni si este es a término fijo o indefinido. Más 
adelante hace referencia a otro elemento fundamental, el cual es consecuencia de la 
decisión del empleador de desvincular trabajadores sindicalizados en los demás 
trabajadores. Dicho impacto, claramente, se exacerba cuando a quien no se le da 
continuidad laboral es el dirigente sindical. Así continúa la sentencia estableciendo otros 




(v.) El grado de impacto que los despidos tienen en los demás trabajadores 
sindicalizados, el cual se aprecia, en ocasiones, en el posterior retiro de otros 
afiliados o en el enrarecimiento del ambiente de trabajo dentro de una 
empresa. (…) Sin duda, se desalienta y desnaturaliza la existencia de un 
sindicato o la pertenencia de los trabajadores al mismo, pues "aquellos que 
ya están afiliados pueden pensar en la conveniencia de su retiro de la 
asociación para conservar el puesto -lo que no es difícil suponer que ocurra 
en una situación de desempleo tan grave como la que vive el país-, y los que 
aún no se han asociado lo pensarán dos veces”; y, 
(vi.) Finalmente, es necesario comprobar el animus con el que el empleador 
actúa.  Este es un elemento fundamental dentro del ejercicio de ponderación 
que se propone, pues revela la intención con la que obra el patrono al acudir 
a la terminación unilateral, sin justa causa, de los contratos de trabajo de sus 
trabajadores sindicalizados. (Corte Constitucional, T-1328, 2001) 
     Estos elementos antes mencionados, según la Corte, deben ser analizados de manera 
conjunta, así como su respectiva valoración, con la finalidad de poder concluir si el 
despido de trabajadores que integren un sindicato ha sido sin justa causa, así como si su 
despido constituye una vulneración a los derechos de asociación sindical de sus miembros.   
De lo dicho, se puede concluir que tales criterios deben ponderarse a la hora de verificar si 
tiene motivo discriminatorios o que atenta los derechos sindicales el despido o no 
renovación del contrato a término fijo de un dirigente sindical. 
     Sin embargo, al no haber calificación judicial con los dirigentes cuyo contrato a término 
fijo pretende no ser renovado, no existe la posibilidad de aplicar el precedente citado.  
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       De tal manera, se evidencia que sí es posible aplicar y hasta establecer ‘criterios 
objetivos de ponderación’ para que la facultad legal con que cuenta el empleador de 
terminar de forma unilateral el contrato a término fijo por expiración del plazo pactado no 
se torne arbitraria o violatoria de los derechos sindicales de los trabajadores. Por ello, la 
garantía efectiva de materializar lo anterior, es la obligatoriedad del proceso de calificación 
previa del juez laboral.   
3.2. Corte Suprema de Justicia.  
     Esta Corte se ha caracterizado por manejar una línea jurisprudencial bastante rígida en 
cuanto a las condiciones de los contratos a término fijo, aun cuando el trabajador goza de la 
garantía del fuero sindical, dejando en claro que este no se extiende más allá de la fecha de 
vencimiento del contrato cuando este ha tenido una fecha determinada y pactada. Su 
posición se manifiesta en varias sentencias, una de estas es la sentencia cuyo radicado es el 
34142 del 25 de marzo del 2009 de su Sala de Casación Laboral, en la cual se indicó que:  
El alcance de la garantía de estabilidad laboral que brinda el fuero sindical 
no puede extenderse más allá del vencimiento del plazo fijo pactado; por 
tanto, no se requiere autorización judicial para dar por terminado el nexo 
contractual laboral a término fijo (Corte Suprema de Justicia, 34142, 2009). 
     Con esta sentencia, se niega la posibilidad de que al empleador se le exija el 
levantamiento del fuero sindical, cuyo dirigente detenta una vinculación fija y, en segunda 
medida, se le cierra el camino al trabajador de una próspera acción de reintegro. Con esto, 
se coloca al dirigente sindical en las mismas o peores condiciones que inestabilidad laboral 
que un trabajador no sindicalizado, lo que es plenamente inconstitucional e ignora los 
Derechos Humanos del trabajo. 
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     En otra sentencia, la 19.343 de 2003, se expresa nuevamente la tesis expuesta en la 
sentencia que precede, donde se reitera que el alcance de la estabilidad del trabajador 
aforado va hasta la fecha del vencimiento del plazo pactado. Vencido dicho término nace 
para el empleador la facultad absoluta de dar por terminado el contrato de trabajo, sin 
necesidad de autorizar su despido. En la sentencia, la Corte dice que:   
Si bien la estabilidad en el empleo ha sido un anhelo de conquista por los 
trabajadores, a través de largos años de luchas sindicales, ello no puede 
operar de manera absoluta como una camisa de fuerza, porque de entenderlo 
así, aunque la Constitución garantiza el derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas (Art. 25 C. N.), ello no quiere decir que el empleador estaría 
obligado a conservar indefinidamente el puesto de trabajo, 
independientemente de sus necesidades y de los cambios surgidos en la 
globalización de los mercados. (Corte Suprema de Justicia, 19.343, 2003). 
     En sentencia del 15 de noviembre de 2017, proceso 49094, se repiten los mismos 
argumentos respecto de la no necesidad de solicitar la autorización previa, en concordancia 
con el termino final pactado desde antes y la obligación de respetar lo acordado, tal como 
se evidencia:  
Al establecerse desde el mismo momento de la vinculación un término 
fijo de duración, no se requiere que la entidad demandada solicite 
autorización previa para finalizar su vínculo a sus empleados a pesar de que 
estos gocen de fuero sindical para el momento de la finalización, pues 
precisamente se había estipulado de antaño un término final que debía 
respetarse (Corte Suprema de Justicia, 49094, 2017). 
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     Esta sentencia, pese a ser reciente es plenamente contraria a la Constitución y a la 
axiología del derecho del trabajo. Se estudia únicamente el acto jurídico que da nacimiento 
al contrato de trabajo, la voluntad. No obstante, la Corte Suprema de Justicia se olvida que 
el trabajo tiene un carácter tuitivo que se manifiesta en la desigualdad entre las partes 
contratantes y, que, por tanto, se deben de garantizar un mínimo de garantías al trabajador 
en concordancia con los principios constitucionales.  
     Aquí se reitera lo que se ha dicho en capítulos precedentes, esto es que la Corte Suprema 
de justicia maneja una línea meramente civilista, sin detenerse siquiera a observar, 
particularmente, el principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades que asume 
que mientras suscitan las causas que le dieron origen y hubiere previa observancia del 
trabajador del contrato la ley y el orden constitucional se debe cuestionar con mayor rigor 
la voluntad del empleador de despedir.  
     Así las cosas, en la posición de la CSJ se observan varios elementos falaces: por un lado, 
se fundamenta la desprotección en el argumento de que el fuero y la estabilidad laboral del 
dirigente sindical no es absoluta, como si la obligatoriedad de adelantar el proceso de 
levantamiento de fuero sindical condujera a eso y de otro lado, sí se absolutiza, sin ningún 
contrapeso, la facultad del empleador de prescindir de los servicios laborales de un 
directivo sindical vinculado a término fijo sin necesidad de dar justificación siquiera 
sumaria sobre los móviles que le motivan a no renovar el vínculo a pesar de que suscitan 
las causas que le dieron origen, y hubiere previa observancia del trabajador del contrato, la 
ley y el orden constitucional. La Corte, claramente, lejos de buscar la justicia y el equilibrio 
en la desigual relación entre empleador y trabajador, toma postura en favor de los intereses 
del primero y en detrimento de la parte más débil. 
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     Finalmente, de cara a concluir este estudio de las sentencias de la Corte Constitucional y 
la Corte Suprema de Justicia, es relevante traer a colación la sentencia STL5945-2018 de 
están última, mediante la cual se resolvió la acción de tutela instaurada por varios 
trabajadores sindicalizados contra la Sala Laboral del Tribunal Sup. Del Distrito Judicial de 
Bogotá y los Juzgados Octavo y Veintiuno laborales del Circuito de Bogotá, con relación a 
las providencias proferidas dentro de los procesos especiales de fuero sindical - acción de 
reintegro - con radicados 2016-00699 y 2017-00289. Los trabajadores de estos casos eran 
miembros de la Junta Directiva y de la Comisión de Reclamos de los sindicatos 
SINTECON, SINALTRACONCREARGOS y SINALTRACON y se encontraban 
vinculados mediante contratos a término fijo, los cuales no fueron prorrogados, a pesar de, 
como dicen ellos, estar amparados por la garantía de fuero sindical. Algunos de ellos 
presentaron demanda de acción de reintegro por fuero sindical contra Concretos Argos S.A. 
y le correspondió conocer al Juzgado 21 Laboral del Circuito de Bogotá, pero en sentencia 
del 14 de septiembre de 2017 les fueron negadas las pretensiones. La sentencia fue apelada 
y el Tribunal Superior de Bogotá, en sentencia del 17 de octubre de 2017, revocó de manera 
parcial la sentencia del Juzgado 21 y ordenó el reintegro de algunos de los demandantes, 
pero en cuanto a los demás la parte demandada fue absuelta con el mismo argumento que se 
ha planteado: se considera como justa causa la expiración del plazo pactado en el contrato a 
término fijo para no prorrogar la relación laboral con el dirigente sindical. 
     Lo interesante del caso, a efectos de la presente tesis, es que los demandantes, en cuanto 
a sus argumentos, plantean razones de peso que ni siquiera son analizados ni controvertidos 
en la sentencia. Esto dijeron los accionantes de la sentencia: 
Contraría los postulados mínimos de razonabilidad jurídica y los contenidos 
materiales de la Constitución y Sistema Interamericano de Derechos 
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Humanos», pues «la línea jurisprudencial adoptada, supeditan la garantía 
del  fuero sindical que es de naturaleza supraconstitucional, a la forma del 
contrato de trabajo, lo cual es inaudito e inadmisible (…), puesto que 
conforme al artículo 39 de la Constitución Política el reconocimiento 
del fuero es una garantía necesaria para el cumplimiento de la gestión del 
sindicalista, que existe y se mantiene en el tiempo sin importar si el 
trabajador fue vinculado a término indefinido o fijo. (Corte Suprema de 
Justicia, T 50692, 2018) 
     Aducen los demandantes que el Tribunal se había apartado del precedente de la Corte 
Constitucional contenido en la sentencia C-016 de 1998, a pesar de ser esta una fuente 
formal de derecho laboral, toda vez que esta es mucho más favorable para los trabajadores, 
en la medida que, si bien se había pactado un término determinado para el contrato, de 
presentarse situaciones como la subsistencia de la materia del trabajo y el cumplimiento del 
trabajador a sus obligaciones, postulados mencionados en la parte inicial de este capítulo, y 
que abren paso a la materialización del principio de estabilidad laboral.  
     El análisis anterior permite considerar que, en las 3 Altas Cortes, ocurre una 
contradicción entre instancias, pues como se vio en los casos de las tutelas en la Corte 
Constitucional o en las instancias entre los Juzgados, Tribunales y Corte Suprema de 
Justicia existen consideraciones distintas, lo que podría llevar a concluir que la 
problemática gira en torno a la interpretación que sobre los artículos del Código Laboral se 
han dado, de tal forma que, a pesar de ser una garantía constitucional que debería 
interpretarse de la forma más garantista posible, ha sido, al contrario, interpretada de la 
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     El fuero sindical es una figura que ha sido reconocida a nivel constitucional y legal 
como la garantía otorgada a algunos trabajadores, entre ellos quienes han sido escogidos 
para hacer parte de la junta directiva de un sindicato y ejercer la representación de los 
intereses de quienes hacen parte de dicha organización. Esta protección tiene su 
fundamento en las normas que hacen parte del ordenamiento jurídico interno y en aquellas 
que han sido integradas al Bloque de Constitucionalidad, de forma que también se 
encuentra su soporte en Convenios y Tratados internacionales que hacen parte de las 
denominadas Normas Internacionales del Trabajo y que han sido debidamente suscritos y 
ratificados por Colombia, y en aquellos que directamente, por mandato de la Corte 
Constitucional, se han incorporado. De esta forma, han adquirido plena fuerza vinculante y 
validez para demandar su cumplimiento desde la vértice misma del sistema normativo 
colombiano. 
     La condición de dirigente sindical configura, en cabeza del trabajador, la necesidad de 
establecer una estabilidad laboral reforzada en su favor, tal y como la tienen las mujeres en 
estado de embarazo o lactancia y las personas en condición de discapacidad o debilidad 
manifiesta por condiciones de salud, lo que implica que existan procedimientos especiales 
para proceder con su desvinculación laboral. Respecto de estos dos últimos casos se hace 
necesario solicitar permiso previo ante el Ministerio de Trabajo y en el caso del dirigente 
sindical se debe iniciar un proceso judicial para ‘levantar’ su fuero sindical. 
     La problemática planteada al inicio de esta investigación surge cuando el dirigente 
sindical se encuentra vinculado mediante un contrato a término fijo, pues la mayoría de 
jueces, principalmente los magistrados de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 
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Justicia, luego de una interpretación sumamente restrictiva de los artículos del Código 
Sustantivo del Trabajo, han considerado que no es necesario solicitar el permiso cuando se 
pretenda no renovar el contrato a término fijo, pues según ellos la expiración del plazo 
pactado inicialmente en el contrato es una de las formas legales de terminación de un 
vínculo laboral, sin importar si el trabajador es dirigente sindical o no, lo que pasa por alto 
su condición particular. De esta manera, termina sobreponiéndose la forma de vinculación 
del trabajador a la garantía constitucional del fuero sindical o protección especial: o sea, 
una norma de carácter legal y formal se eleva por encima de una garantía de jerarquía 
constitucional que hunde sus raíces desde el fundamento mismo del Estado Social de 
Derecho. 
     Las altas cortes, en una interpretación restrictiva del código sustantivo del trabajo, en 
especial del artículo 411 del CST, desborda la voluntad y espíritu del legislador y establece 
una realidad jurídica que se rebela en abierta contradicción, tanto con la ley interna como 
con las Normas Internacionales del Trabajo y del direccionamiento que ha dado la OIT 
respecto de la protección de los dirigentes sindicales, al tiempo que, sin argumentos válidos 
o, por lo menos explícitos, que permitirían ahondar en la razonabilidad de su conclusión, 
desconoce las condiciones evidentes de vulnerabilidad en que se encuentra el dirigente 
sindical vinculado a término fijo, contrario a lo que se plantea con los demás casos de 
estabilidad laboral reforzada mencionados anteriormente. 
     El trabajador contratado a término fijo, que a su vez es dirigente sindical, no solo 
desarrolla las labores propias de su trabajo por las cuales fue contratado, sino que también 
ejerce un derecho fundamental que le es propio como persona y representa a cada 
integrante del sindicato y la organización como un todo. Ello conduce, por ejemplo, a que 
sea el llamado a interlocutar con el empleador, muchas veces de manera tensa o 
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desencadenando un conflicto colectivo, en procura  mejoras para sus integrantes. Lo 
anterior, lo coloca en situación de debilidad manifiesta en el ámbito laboral frente a la 
facultad del empleador para despedirlo. Y ello, precisamente, es el fundamento de la 
imperiosa la necesidad de establecer una protección efectiva, por parte del Estado, frente a 
la discriminación antisindical, la cual se materializó a través del fuero sindical. Sin 
embargo, la tímida protección establecida por el legislador no se ha traducido en una 
protección real y material, efectiva, por parte de los jueces de la República en sus 
decisiones respecto de los dirigentes sindicales vinculados a término fijo, 
     Esta situación a dejado en desprotección al dirigente y al sindicato, pues son numerosos 
los casos en que no se renueva el contrato de trabajo a un dirigente sindical como medida 
tendiente a debilitar la organización sindical, práctica que ha sido facilitada por parte del 
desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia al 
considerar que no es necesaria la calificación judicial previa para desvincularlos y, además, 
que no procede el reintegro cuando se alega y evidencia discriminación en la 
desvinculación, a lo que el Estado y la Rama Judicial han respondido de manera omisiva 
dando prevalencia a la forma del contrato que a la primacía de la realidad y la protección 
efectiva al ejercicio de derechos fundamentales. 
     Los actos de discriminación antisindical y de intimidación afectan, principalmente, la 
libertad sindical y, potencialmente, la existencia misma de un sindicato, pues desvincular a 
sus directivos sin protección alguna desestimula de manera contundente el ejercicio 
sindical, pues en la actualidad la mayoría de trabajadores son vinculados a término fijo. 
Además que, siendo esta la línea que ha marcado la jurisprudencia, basta con que el 
empleador vincule a todos sus trabajadores a través de contratos a termino fijo para ejercer 
un control indirecto de la organización sindical, pues tiene plena libertad para desvincular a 
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cualquier trabajador que se atreva a hacerse dirigente y represente intereses contrarios a los 
suyos.  
    La afectación a los derechos colectivos y el desconocimiento de la garantía del fuero 
sindical ha representado, también, una vulneración de múltiples principios como el de la 
expectativa cierta y fundada de que a un trabajador se le renovará su contrato cuando las 
condiciones o circunstancias que dieron origen a su vinculación todavía están vigentes y no 
existen razones para inferir que no le será renovado, por lo que es dado pensar que el 
motivo reside en su condición de dirigente sindical y no en su desempeño como trabajador. 
Además del in dubio pro operario y de favorabilidad o pro homine que son desconocidos 
cuando el Estado autoriza y no sanciona estas acciones dado que no son objeto de 
consideración porque la ratio decidendi de las sentencias de las altas cortes sólo se refieren 
al tenor de la norma como justa causa y la forma del contrato, y no hacen prevalecer los 
principios constitucionales ni las Normas Internacionales del Trabajo, de forma que el 
empleador tiene una excusa para terminar el contrato por causa de la actividad sindical. 
Ello podría resolverse con sólo  invertir la carga de la prueba y fuese obligación del 
empleador probar que no hubo discriminación en su no renovación, sino que existe una 
causal objetiva relacionada con la necesidad del servicio o el desempeño laboral del 
trabajador, que le llevan a la no renovacion.  
     Otro principio afectado es el de la igualdad, cuya vulneración puede evidenciarse en 
diferentes casos. El más significatico es, quizá, frente a los casos de estabilidad laboral 
reforzada en los cuales se ha ordenado el reintegro de trabajadoras en estado de embarazo o 
lactancia y de trabajadores en condición de discapacidad o debilidad por motivos de salud. 
En los dos eventuales casos mencionados anteriormente se parte de la base, para su 
semejanza a lo propuesto, de que su vinculación laboral ha sido a través de contratos a 
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término fijo, con la diferencia de que los jueces, como se vio en el análisis jurisprudencial, 
han priorizado su derecho o garantía de la estabilidad laboral reforzada por encima de la 
forma en como se ha vinculado: a pesar de que la expiración del tiempo pactado en un 
contrato es una de las formas de terminación del mismo, la estabilidad laboral está primero 
y, como consecuencia de ello,  se ordena la calificación o autorización previa para la no 
renovación, so pena, incluso, de su reintegro laboral. Esto no pasa con los dirigentes 
sindicales contratados a término fijo que gozan de protección constitucional e internacional, 
como en el caso de la OIT. Las NIT y el ordenamiento jurídico nacional tienen normas que 
protegen la mujer embarazada, las personas con daño a su salud y los dirigentes sindicales, 
pero la interpretación y aplicación respecto de los trabajadores dirigentes sindicales 
contratados a término fijo ha sido desconocida, vulnerándose de este modo el derecho de 
sindicación. 
      Como se pudo observar en el análisis de múltiples sentencias de la  Corte 
Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia, así como de algunos juzgados y 
tribunales de instancia, es viable considerar que, en algunos casos, los segundos terminan 
siendo más garantistas en su interpretación que las mismas altas cortes respecto de los 
dirigentes sindicales y su fuero sindical, pues en dichas instancias se han hecho análisis 
respecto de las causas que han llevado a su no renovación, de forma que en muchos se ellos 
se han ordenado reintegrarlos. Estas decisiones, más acompasadas con la protección al 
derecho fundamental han sido revocadas por la restructiva posición de las altas cortes. 
     De tal forma, de acuerdo con lo anterior, la armonización o integración de la 
normatividad nacional con la internacional, particularmente las NIT, a través del Bloque de 
Constitucionalidad, supone, como el análisis de las sentencias lo indicó, superar la 
interpretación eminentemente restrictiva por parte de los jueces de la Republica, en donde 
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se vienen vulnerando los derechos y garantías constitucionales de quienes ejercen la 
representación de organizaciones sindicales, y lo dispuesto incluso en el CST, como se 
demostró en el capítulo primero, a quienes se les ha vinculado a través de contratos a 
término fijo. 
     La posición de las altas cortes genera consecuencias inconstitucionales que se agravan 
día a día en el contexto laboral actual, en el que cada vez se usa menos el contrato a término 
indefinido y se disparan los contratos a término fijo y por duración de la obra o labor, lo 
cual, sumado a prácticas como precarización laboral, tercerización, subcontratación, 
persecución y acoso laboral, crean unas condiciones adversas que amenazan de manera 
grave la efectividad del derecho de asociación sindical en nuestro país, el cual es un 
fundamento básico del Estado Social de Derecho. 
     La solución posible a esta problemática se encuentra en la Constitución Política, pues el 
artículo 4 establece que la Constitución es norma de normas, y que, en todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley, u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales. Como se demostró en el capítulo 2, las NIT incorporadas al 
Bloque de Constitucionalidad determinan que se debe garantizar de manera efectiva el 
derecho de asociación y contra la discriminación en todas sus formas, que incluye la 
protección especial a los dirigentes sindicales, por lo cual los operadores judiciales pueden 
aplicar la excepción de inconstitucionalidad. 
     Así mismo, tenemos que el artículo 230 de la Constitución Política de Colombia 
establece que los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley, y 
que la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son 
criterios auxiliares de la actividad judicial. Como se demostró en el capítulo 1 la 
normatividad interna, en especial el artículo 411 de CST admite la interpretación favorable 
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de que, en los contratos a término fijo, sí es necesario agotar el trámite de levantar el fuero 
sindical del dirigente sindical vinculado por medio de contrato de trabajo a término fijo y su 
desconocimiento trasgrede derecho fundamentales, lo que hace necesaria la calificación 
judicial previa, so pena de abrir la puerta a la declaratoria de ineficacia de la terminación 
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